
 

QUE EXPIDE LA LEY DE JUSTICIA SOCIAL Y EQUIDAD DISTRIBUTIVA DE LA RIQUEZA, A CARGO 

DE LA DIPUTADA ROSA ALBA RAMÍREZ NACHIS, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DE 

MOVIMIENTO CIUDADANO 

La suscrita, Rosa Alba Ramírez Nachis con fundamento en los artículos 71 fracción II, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 6, fracción I, 77 y 78 

del Reglamento de la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, sometemos a la 

consideración del pleno el siguiente proyecto de decreto por el que se emite la iniciativa de Ley de 

Justicia Social y Equidad Distributiva de la Riqueza, en razón del siguiente 

Planteamiento del problema 

En la tierra, hay recursos suficientes para satisfacer las necesidades de todos, pero no puede haber 
recursos suficientes para satisfacer la avaricia de todos. 

Mahatma Gandhi 

Ahora en el mundo y nuestro país, el descontento social se pronuncia por la ausencia de justicia, 

hablar de ello es tomar conciencia, una que es eludida por los grupos de poder y las elites económicas. 

A nivel nacional se han acumulado las contradicciones entre gobierno, empresarios, empleadores y 

trabajadores, que no logran armonizar en el contexto de las relaciones laborales, la ausencia de 
equidad se traduce en una menor esperanza de vida. 

En su informe de enero (2016) OXFAM presentó ante el Foro Económico Mundial de Davos Suiza, 

datos que revelan como la desigualdad extrema en el mundo está alcanzando cotas insoportables para 

un creciente número de países, menciona que, en 2015, sólo 62 personas poseían la misma riqueza 

que 3 mil 600 millones (la mitad más pobre de la humanidad). No hace mucho, en 2010, eran 388 

personas, La riqueza en manos de las 62 personas más ricas del mundo se ha incrementado en un 45 

por ciento en apenas cinco años, algo más de medio billón de dólares (542 mil millones), desde 2010, 

hasta alcanzar mil 76 billones de dólares, desde el inicio del presente siglo, la mitad más pobre de la 

población mundial, sólo ha recibido 1 por ciento del incremento total de la riqueza mundial, mientras 

que 50 por ciento de esta “nueva riqueza”, ha ido a parar a los bolsillos del 1 por ciento más rico. 

La creciente desigualdad económica crea desequilibrios a escala mundial, debilita la capacidad de los 

países de crecer económicamente y reduce la cohesión social; es la población más pobre es la que 

sufre sus peores consecuencias. Es, por tanto, éticamente inaceptable para este siglo XXI, que las 

desigualdades que configuraron los grandes conflictos del pasado no sólo, no fueron resueltas, sino 

que se ha concentrado aún más la riqueza, diversas fundaciones, agencias e inclusive organismos 

internacionales han denunciado que, el 1 por ciento más rico de la población mundial posee más 

riqueza que 99 por ciento restante de las personas del planeta. 

OXFAM, mencionó en el citado informe que el poder y los privilegios generados en esta desigualdad, 

se están utilizando para manipular el sistema económico y así ampliar la brecha, dejando sin esperanza 

a cientos de millones de personas pobres todo en nombre de una economía que entiende por 

sostenible, las ganancias de las corporaciones multilaterales. El entramado mundial de paraísos 

fiscales permite que una minoría privilegiada oculte en ellos 7,6 billones de dólares. Es ineludible 

hacer frente a la crisis de desigualdad, cuando estos recursos económicos no forman parte de la base 

productiva y en su lugar, se acumulan para el consumo suntuario de unas cuantas familias. 



El neoliberalismo que ofrecía la imagen de una gran oportunidad de negocios en un mundo 

globalizado de oportunidades, ha mostrado su verdadero rostro depredador económico en el siglo 

XXI. Así lo demuestra Alicia Bárcenas en su informe “Horizontes 2030, la igualdad en el Centro del 

Desarrollo Sostenible”. En él hace énfasis en las tendencias mundiales dominantes de la economía y 

la sociedad, que exacerban las contradicciones de un estilo de desarrollo que se ha vuelto insostenible 
a largo plazo. 

Por otra parte, la Organización Internacional del Trabajo (OIT) en su informe 2010, mencionó que 

cada año en el mundo, 214 millones de mujeres y hombres abandonan sus hogares y atraviesan las 

fronteras, una cifra que podría alcanzar a 405 millones en 2050, entre los principales factores que 

inciden en la migración, resaltan los cambios demográficos, las crisis socioeconómicas y políticas y 
el aumento de las diferencias salariales entre los países desarrollados y en desarrollo. 

En el caso de México, cada período de medición realizado por Consejo Nacional de Evaluación de la 

Política de Desarrollo Social (Coneval), encontramos que la brecha de desigualdad por ingresos entre 

ricos y pobres se incrementa; en lo que va del año, la mitad de las familias del país no cuentan con 

los ingresos que aseguren adquirir una canasta básica familiar que oscila en 9 mil 280 pesos por mes 

¿La razón? Los salarios promedios en México son inferiores a 3 salarios mínimos, es decir si el salario 

mínimo es de 73.04, entonces serán 6 mil 573.60 pesos mensuales, lo que representan un déficit de 

menos 2 mil 706.40 pesos. En números absolutos hablamos que 55.3 millones de personas en México 

no cuentan con el aprovisionamiento suficiente en alimentos o bienes patrimoniales, incluso los 

estimadores de capacidades laborares son igualmente desalentadores, gran parte de esta población se 

ve en la necesidad de desafiar al sistema por no encontrar los mecanismos que ayuden a un 

crecimiento económico armonizado. 

El discurso de una justicia social en nuestro país, fue utilizado para señalar como a través de una 

mayor carga impositiva, se generarían las inversiones para revertir las desigualdades del sistema 

neoliberal; así en 2014 el PRI y el PRD, acordaron una reforma fiscal argumentando una política 

redistributiva y un esquema de mayor igualdad de oportunidades, prometiendo grandes beneficios de 
los que poco se ha visto. 

Esa fuente tributaria denominada, RIF (régimen de incorporación fiscal) sustituyó a los Repecos 

(régimen de pequeños contribuyentes), la cual, consistía en la práctica, una alta recaudación que el 

gobierno obtendría, que podría oscilar en más de mil millones de pesos, una reforma que analizó de 

forma parcial la realidad y excluyo de su análisis, el gasto al que se enfrentaría cada establecimiento 

comercial de esas mini Pymes, que seguramente redundaron en una regulación excesiva a costa de la 
inversión productiva. 

Cada establecimiento tuvo que invertir al inicio, más de 10 mil pesos, entre computadora y accesorios 

tecnológicos, así como cada mes el acceso a Internet y un aproximado de 500 pesos mensuales por 

asesoría fiscal, comisiones para el manejo del dinero plástico y apertura de cuentas bancarias, sin 

mencionar que en muchos lugares no se cuenta con la infraestructura bancaria, lo que incrementa los 

costos de enlace y comunicación. 

Al hablar del fortalecimiento del ingreso en México, las finanzas públicas estatales se veían más 

fortalecidas por esta contribución de los Repecos. Sin embargo, en esta reforma la creación del RIF 

se decide junto con la reducción de los ingresos de las entidades federativas, sometiendo a esta base 

de contribuyentes a una contabilidad electrónica con la finalidad de ejercer un control sistemático. 



Ahora bien, la mayor parte de la población en nuestro país, vive y trabaja en el marco de una economía 

que le impide acceder a una base de crecimiento económico justo e igualitaria, estas personas no 

pueden optar por el emprendimiento, la mejora educativa, un seguro de salud, una vivienda digna o a 

inversiones productivas, no sólo porque sus ingresos presentes lo limitan, sino por la ausencia de 

perspectiva que estos mejoren en el futuro. Por ello se considera que, con un nuevo enfoque de justicia 

social y equidad distributiva de la riqueza, se lograría un avance importante, sobre todo en las 

Mipyme, fortaleciéndose desde la capacitación, la certificación y que sin duda alguna contribuya a 

un incremento de la productividad por la vía del desarrollo de capacidades traducida en beneficios 
económicos. 

Existen varias iniciativas voluntarias, de responsabilidad social que desean que a México le vaya 

bien; existe un gran número de empresarios, que estarán a favor de una nueva cultura laboral y de 

productividad, sin duda harán que el esfuerzo no sea en vano. Y esta confianza se centra en un sistema 
redistributivo a través de una banca social. 

Consideramos que las políticas de capacitación y formación profesional tienen la finalidad de mejorar 

las condiciones de empleo de la base trabajadora, así como aumentar la productividad y la 

competitividad de las empresas y por ende el crecimiento del producto interno bruto (PIB), un 

incentivo atractivo para las empresas, en los últimos años, la capacitación ha adquirido fuerza, solo 

falta que se instrumenten mecanismos, para que las áreas de recursos humanos de las empresas o 

instituciones, las consideren parte de una medición de contratación laboral. 

La certificación de competencias constituye un proceso más integral, que pretende generar mayor 
estabilidad y competitividad a trabajadores y empresas, buscando asegurar aprendizajes. 

El seguro de desempleo, programa que debe hacer frente a un sistema de pérdida laboral y no visto 

desde condiciones que establece el IMSS, ya que el mismo, basa sus condiciones a la incapacidad o 

licencia médica, en México no se ha considerado a pesar que existen condiciones para llevarlo a cabo. 

Al hablar de las fundaciones, como Oxfam, Pro-empleo, Propulsar, México-Evalúa, entre otras, es 

muy importante su involucramiento, pues consideramos que, con su ayuda, se podrán formular 

metodologías, perspectivas y modelos para erradicar la desigualdad social laboral, patrimonial y de 

capacidades, el fin principal es acabar con la pobreza. 

En este sentido, los desafíos que enfrenta el mundo para garantizar el crecimiento económico y al 

mismo tiempo reducir la desigualdad social a la luz de estas reflexiones son de hondo calado. 

Nuestro sistema económico está cada vez está orientado a favorecer a grupos de empresas de élite, 

lejos de alcanzar a los sectores menos favorecidos, los más ricos están absorbiendo el crecimiento de 
los ingresos y la riqueza mundial a un ritmo alarmante. 

Para ejemplo, me referiré a los paraísos fiscales como el caso de los Panamá Papers, por ser el último 

más sonado, toda una industria de gestores de grandes patrimonios garantizan que la riqueza generada, 

no sea redistribuida, quedando fuera del alcance de la inversión productiva de sus países e incluso, 

fuera de las manos de los gobiernos, se nos dice que la fortuna de los paraísos fiscales asciende ya a 

7.6 billones de dólares, una suma mayor que el PIB del Reino Unido y Alemania juntos, lo menciona 
en su informe (Oxfam, Enero 2016). 



 

Gráfico 1: Crecimiento acumulado de los ingresos mundiales que han ido a parar a cada decil entre 1988 y 

2011: 46 por ciento del incremento total fue a parar a manos de 10 por ciento más rico. 

Fuente: Oxfam, Informe Enero, 2016. 

Consideramos que si esa riqueza oculta, tuviera la oportunidad de formar capital de inversión en un 

esquema de productividad a través de la financiación de una Banca Social, el incremento de la base 

productiva y de la productividad permitiría que una mayor población pueda aspirar a salir de la 

pobreza, reduciendo la desigualdad, ya que el dinero concentrado en paraísos fiscales no genera 
bienestar social. 

La creciente desigualdad económica también agrava la desigualdad entre hombres y mujeres, el 

Fondo Monetario Internacional (FMI) ha revelado recientemente que los países con una mayor 

desigualdad de ingresos, suelen tener también mayores diferencias entre hombres y mujeres en 

términos de acceso a servicios de salud, educación, vivienda, alimentación, participación en el 
mercado laboral. 

De las 62 personas más ricas del mundo que se citan en la gráfica 2, hablando de equidad, 53 son 

hombres y 9 son mujeres, en el ámbito laboral, la brecha salarial entre el trabajador medio y los 

puestos directivos se ha ampliado en cada periodo, pues el alto nivel directivo acuerda con los socios 

de la empresa y el mando medio ha dejado de participar en esquemas de consejo que hagan frente a 

la toma de decisiones. 



 

Gráfico 2: La fortuna de las 62 personas más ricas del mundo sigue aumentando, mientras que la que se 

encuentra en manos de la mitad más pobre de la población mundial se ha estancado. 

Fuente: Oxfam, Informe Enero, 2016. 

Los salarios de la mayoría de los trabajadores se han estancado, los altos ejecutivos se han disparado. 

La mayoría de los trabajadores peor remunerados del mundo son mujeres, desempeñando los empleos 

más precarios. La experiencia de la fundación en comento, en sus investigaciones, con trabajadoras 

de todo el mundo, desde Birmania hasta Marruecos, revela que éstas apenas pueden sobrevivir con 

los salarios de miseria que reciben. Mientras las remuneraciones de los presidentes de las principales 

empresas estadounidenses, han crecido un 54,3 por ciento desde 2009, El presidente de la principal 

empresa de tecnología de la información de la India gana 416 veces más que un trabajador medio de 
esa misma empresa. 

Siguiendo con este análisis, a la problemática del desafío de la injusticia social, otro factor 

preponderante es la evasión y la elusión fiscal, se está agravando con rapidez, se estima que de las 

200 empresas más grandes del mundo, 9 de cada 10 tienen presencia en paraísos fiscales, en 2014, la 
inversión dirigida a paraísos fiscales fue casi cuatro veces mayor que en 2001. 

El sistema mundial de evasión y elusión fiscal está absorbiendo recursos esenciales para garantizar el 

estado del bienestar de los países ricos, además de privar a los países pobres de los recursos 

imprescindibles para luchar contra la pobreza, asegurar la escolarización infantil y evitar que sus 

habitantes mueran a causa de enfermedades que pueden curarse con facilidad, no es posible que se le 

den tantas exenciones a empresas, que aluden sus compromisos y que estos pueden traducirse en 

desgaste económico a una sociedad, dejando más pobre al pobre y haciendo más rico al rico, tal como 
lo vemos en los análisis de la materia en estudio. 



 

Gráfico 3: En los países desarrollados, la productividad de los trabajadores ha aumentado, pero sus salarios no 

han mantenido el mismo ritmo. 

Fuente: Informe mundial sobre salarios de la OIT 2014-15. Base de datos sobre salarios mundiales de la OIT; 

Tendencia de los modelos econométricos de la OIT, abril de 2014. 

Los responsables políticos deben poner soluciones para acabar con una economía al servicio de 1 por 

ciento y empezar a construir una economía humana que beneficie a todas las personas, desde 
establecer unos salarios dignos a una mayor regulación de las actividades del sector financiero. 

El punto de partida de los gobiernos y el de México no debe ser la excepción, es la posibilidad de 
lograr mejoras en la igualdad laboral: 

• Pagar a los trabajadores y trabajadoras salarios justos, reducir la brecha entre el mando medio y 

alto, ya que se perdió la clase media laboral. 

• Fomentar la igualdad de oportunidades y los derechos de las mujeres. 

• Instrumentar medidas de control a la capacidad de influencia de las élites más poderosas. 

• Garantizar la seguridad universal, educativa y de vivienda para todos. 

• Distribuir el esfuerzo fiscal de forma justa y equitativa. 

• Combatir la desigualdad a través de un gasto público progresivo. 



Estos puntos para una agenda de igualdad laboral no es nueva, en 1919 se crea la Organización 

Internacional del Trabajo (OIT), que incorpora la noción de justicia social a su Constitución, en la 

primera frase, como fundamento indispensable de la paz universal: Considerando que la paz universal 

y permanente sólo puede basarse en la justicia social, (Constitución de la Organización Internacional 

del Trabajo, 1919). 

De acuerdo con la Organización de la Naciones Unidas, la justicia social existe en un país o sociedad 

cuando se promueve la igualdad de género, los derechos de los migrantes y de los pueblos indígenas 

y; cuando se eliminan las barreras que enfrentan las personas por motivos de género, edad, raza, etnia, 

religión, cultura o discapacidad. Cuando las acciones de los Estados se enfocan en la erradicación de 

la pobreza, generación de empleos dignos y el trabajo decente, igualdad entre sexos, acceso al 
bienestar social. 

En el caso de México uno de los ejes a partir de los cuales se piensa y se diseñan las políticas que 

generen valor social y reducción de pobreza, es decir, en la medida en que se solucionen problemas 

que se citan como ejemplos de Injusticia Social, como la falta de empleo, la desigualdad de ingresos 

o la carencia de un salario suficiente para cubrir necesidades básicas, se podrá llegar a una mejor 

convivencia social. 

En México existen 55.3 millones de pobres, en 2014, lo menciono el Coneval, en su informe, es decir, 

48.3 por ciento de la población, observando estas cifras, creemos que hace falta aún mucho trabajo 

por hacer; actores políticos, instituciones, organizaciones de la sociedad civil, entre otros, agentes de 

cambio, pueden ayudar a que esta situación vaya poco a poco disminuyendo. 

Al hablar de este tema, es más que decidir que eslabón es de prioridad, si el alimentario, el de salud, 

el de educación, medio ambiente, la capacitación, la vivienda, cada uno de ellos tiene injerencia y 

todo va en transversalidad, por ello la importancia de trabajar en un esquema que ayude a fortalecer 

el crecimiento de productividad individual e integral. 

La equidad y la justicia son dos valores que coexisten, no siendo posible su separación, a los que 

aspira cualquier sociedad civilizada. Sin embargo; hemos observado que, en el transcurso de la 

evolución de la humanidad, el ser humano ha sido objeto de vejaciones por parte de sus congéneres, 

incluso cuando se está en igualdad de condiciones. 



 

Gráfico 4: Evolución de la Pobreza en materia de ingresos. 

Fuente: Estimaciones del Coneval con base en las ENIGH de 1992 a 2014 y el MCS-ENIGH 2008-2014. 

Si analizamos la riqueza en México, Forbes, menciona que en 2014, figuraron 16 mexicanos en la 

lista, apenas uno más que hace casi dos décadas, La magnitud de la riqueza de nuestros 

multimillonarios si ha cambiado. En 1996 las fortunas de esos 15 equivalían a 25 mil 600 millones 

de dólares, las de los 16 mexicanos más ricos en 2014 equivale a 142 mil 900 millones de dólares, Lo 

anterior implica que entre 1996 y 2014 la fortuna promedio de cada miembro pasó de mil 700 a 8 mil 

900 millones de dólares, para 2016, los 15 más ricos de México, presentaron ante la revista Forbes, un 

saldo de 110 mil 620 millones de dólares que si los dejamos a un promedio de 17 pesos mexicano 

sería una fortuna de 1 billón 880 mil millones 540 millones de pesos. 

En 2002 la riqueza de estos 4 millonarios representaba el 2 por ciento del PIB mexicano. En el lapso 

2011-2014 alcanzó un promedio de 9 por ciento. La fortuna de Carlos Slim pasó de 1 por ciento a 

casi 6 por ciento en ese mismo periodo. Para los otros tres, su riqueza conjunta pasó de medio punto 

porcentual del PIB en 2003, a casi 3 por ciento en el periodo 2011-2014. 

Es necesario un marco normativo que ayude a minimizar la pobreza, tal es el caso de la iniciativa de 

Ley de Justicia Social y Equidad Distributiva de la Riqueza, promovido por los esquemas de inversión 

productiva y de la capacitación educativa, de tal forma, que desde esta perspectiva logremos avanzar 

en la constitución de una banca social mexicana, que contribuya con esfuerzo del gobierno federal, 

este último a pesar de su recorte presupuestal, debe ser sacrificado, por contribuir con 1 por ciento 

del Presupuesto de Egresos de la Federación, para que los empresarios, contribuyan con sus 

aportaciones como lo establece la propia iniciativa de ley, además de lograr un consenso a 2 por ciento 

de las comisiones de remesas, donde el mecanismo de solución genere beneficios económicos y logre 
crecer el PIB nacional. 



 

Gráfico 5: Riqueza acumulada de los principales 4 millonarios con relación al PIB. 

Argumentación 

La propuesta para contribuir con la iniciativa de Ley de Justicia Social y Equidad Distributiva de la 

Riqueza, hará que se dinamice el crecimiento económico, a través de la creación del banco social 

mexicano, sociedad nacional de crédito y apoyo distributivo, el cual prevé desarrollar una 

organización financiera de segundo nivel que aproveche la infraestructura de las cooperativas de 

ahorro y préstamo, que llegan a las regiones donde la banca comercial ni las instituciones auxiliares 

del gobierno federal tienen acceso. 

La banca social mexicana, deberá utilizar como dispersores naturales de los recursos y apoyos 

financieros, que otorgue a las organizaciones, sociedades, empresas y organismos de integración y 

representación del sector, así como las sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, autorizadas y 

que se puede coordinar en la presente iniciativa. 

La institución atenderá, apoyará y fortalecerá los proyectos de inversión, mediante el otorgamiento 

de créditos, y la constitución de los fideicomisos y fondos de fomento económico, de garantía 

inversión, de aquellas organizaciones, sociedades, empresas y organismos de integración y 

representación del sector. 

La iniciativa será necesario que se impulse desde los diversos actores políticos y desde la formación 
del cooperativismo social, a través de la Comisión de Fomento Cooperativo y Economía Social. 

Será necesario la construcción de una banca social mexicana, que contribuya a ampliar el crédito 

hacia las áreas prioritarias de la economía nacional, la propuesta de crear un banco social mexicano, 

contribuirá a centrarse a la inversión productiva, la capacitación, certificación, el seguro de 

desempleo, atender programas de complementación a la vivienda, la salud y la educación. 



La captación y retención del apoyo distributivo y ahorro, será para utilizarlo en proyectos que 

permitan el fortalecimiento de la economía y resuelvan las necesidades de las comunidades; Además 

de contribuir con mejoras y referenciando a los preceptos de nuestra Carta Magna, como es el Artículo 
3, de la educación con calidad y al Artículo 123, de los derechos de los trabajadores. 

El presente contenido, habrá de argumentarse en la presente iniciativa de ley, desde su estructura 

organizacional quedando como sigue: 

Estructura y contenidos de la iniciativa 

Título Primero. Disposiciones Generales. 

Título Segundo. De la Justicia Social. 

Título Tercero. De la Distribución de la Riqueza. 

Título Cuarto. De la Banca Social Mexicana. 

Título Quinto. De la Compensación Social Laboral. 

Título Sexto. De las Sanciones, Delitos y Notificaciones. 

Titulo Primero. En él, se abordan las disposiciones generales del proyecto de la Ley de Justicia 
Social y Equidad Distributiva de la Riqueza. 

Título Segundo. En él, se aborda la equidad, promoviendo los proyectos de inversión productiva, 

la cultura de igualdad de oportunidades y la equidad de género, aplicando los modelos de 

certificación conforme a las normas que establece la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, 

motivando a las empresas del sector privado y público a contribuir a la legitimación en materia 
laboral para desarrollar la igualdad para todos, entre mujeres y hombres. 

Título Tercero. Las sociedades empresariales deben organizarse con base a la igualdad de 

oportunidades y por lo tanto la justicia distributiva implica que a tantos recursos disponibles, se 

debe buscar el modo de que todos los miembros reciban con equidad esos recursos, para hacer que 
en medios capitalistas, que existan formas distributivas de las riquezas. 

Título Cuarto. La Banca Social Mexicana deberá realizar las funciones de ahorro, crédito y apoyo, 

teniendo como objetivo: promover y facilitar el acceso al financiamiento a tasas preferenciales, 

fomentando la inversión productiva y apoyando la capacitación, certificación, los programas de 
educación, salud y vivienda, y sea el conducto para el seguro de desempleo. 

Título Quinto: la Compensación Social Laboral, estará enfocada a la atención del trabajador en 

los temas de salud, educación y vivienda, para que se lleven programas de beneficio entre el patrón 

laboral y el trabajador laboral. 

Título Sexto: Descripción de las sanciones, delitos y notificaciones que se tienen para las personas 

físicas y o morales que están sujetas a esta ley, manteniendo en observancia los principios de las 
demás leyes que regulan y complementan esta ley, previamente especificadas. 



Por lo anterior, se somete a su consideración, la presente iniciativa con: 

Proyecto de 

Decreto 

Artículo Único. Proyecto de decreto de la Ley de Justicia Social y Equidad en la Distribución de la 

Riqueza para quedar bajo los criterios siguientes: 

Título Primero 

Del Objeto y Glosario de la Ley 

Capítulo Único 

Disposiciones Generales 

Artículo 1. La presente Ley es de orden público tiene como objeto establecer los criterios generales 

de responsabilidad y distribución social, que regirán en el país y en las entidades federativas, para un 
mejor reparto de la riqueza con justicia social. 

Las entidades de sector privado de carácter empresarial, las gubernamentales del poder ejecutivo, las 

del legislativo y judicial, y las entidades federativas, los municipios y sus entes públicos, así como 

las organizaciones no gubernamentales, se sujetarán a las disposiciones establecidas en la presente 

Ley y administrarán sus recursos con base a sus criterios de justicia social, donde prevalezca la 

transparencia, honestidad, eficiencia, eficacia, economía, racionalidad, austeridad, con el fin de darse 

la equidad en el reparto de la riqueza, a través de esquemas de productividad y capacitación, donde 

estas remuneraciones puedan fortalecer el salario ya sea en especie o efectivo, todo trabajador tenga 

a participar en un esquema de igualdad de oportunidades a los escalamientos laborales, siendo por 

convocatoria pública o directa, para eliminar las brechas generacionales de la nula capacitación y de 

la pérdida del poder adquisitivo, establecer programas de inversión y canales de exportación e 
importación que ayuden a la pequeña y mediana empresa. 

Artículo 2. Para efectos de esta Ley, en singular o plural, se entenderá por: 

I. De la Banca Social Mexicana: La banca será la institución que contribuya a repartir con equidad 

la riqueza con justicia social. 

II. De la Constitución de la Banca Social Mexicana: Estará constituida por el Consejo Directivo, 
nombrado por empresarios, ciudadanos, obrero patronal, y órganos del poder ejecutivo. 

III. De los créditos y préstamos: Toda operación constitutiva de un pasivo, directo o contingente, 

de corto, mediano o largo plazo, a cargo de los Entes Públicos, derivada de un crédito, empréstito 

o préstamo, incluyendo arrendamientos y factorajes financieros o cadenas productivas, 

independientemente de la forma mediante la que se instrumente; coadyuvando a los apoyos, 

financiamientos y subsidios cuando los municipios lo requieran, previo estudio, análisis y dictamen 
de factibilidad crediticia social. 

IV. De la capacitación: De la capacitación laboral, con el fin de retener al trabajador en un período 

de 3 a 5 años, con esquemas de adiestramientos enfocados a sus herramientas y conocimiento 
laboral. 



V. De la capacitación en especie: La capacitación será para promover el ingreso laboral, el 

crecimiento y la consolidación del trabajo profesional y de oficio, que cualquier trabajador ejerza 
sobre la vida laboral en el ámbito empresarial. 

VI. De la capacitación en incentivo económico: mecanismo que respalda el pago de la 
capacitación y o asesoría técnica fuera de las instalaciones laborales. 

VII. De la captación del ingresos en efectivo: Aquellos percibidos por diferentes esquemas de 

financiamiento de empresas, organismos, Instituciones gubernamentales, Entidades Federativas y 

los Municipios, contribuciones de mejoras, derechos, productos y aprovechamientos, incluidos los 

recibidos por venta de bienes y prestación de servicios y los demás previstos en términos de las 

disposiciones aplicables; dividendos y beneficios de intereses que contribuya cada inversión. 

VIII. De la captación del ingreso en especie: La totalidad de los Ingresos de libre disposición, 
las transferencias federales etiquetadas y el Financiamiento Neto; entre otras. 

IX. De la certificación: Del apoyo al trabajador en la certificación de competencias laborales que 

estas son otorgadas por la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, por conocer, las certificaciones 

empresariales e individuales. 

X. De la constitución de la Banca Social Mexicana: Los ingresos que reciba por vía utilidades 

empresariales, en los términos del Título Tercero, Capítulo 1 y del Capítulo 2 del sector 

gubernamental, a través del fondo compensatorio del 1 por ciento del Presupuesto de Egresos de 

la Federación, así como los recursos que, en su caso, reciban de intereses devengados o algún otro 

ingreso donatario de remuneración licita y cualquier otro recurso que no esté destinado a un fin 

específico; en los términos de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito y de la Ley de 

Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria. 

XI. De la ejecución de la Banca Social Mexicana: Los recursos que durante el ejercicio fiscal se 

obtengan de los aprobados en el Presupuesto de Egresos de la Federación y de los particulares 
denominados empresariales. 

XII. De la equidad de género: Las previstas en las normas de igualdad y equidad, además de 

mencionar la igualdad entre el hombre y la mujer con el compromiso de optar a los medios 
laborales con las mismas oportunidades. 

XIII. De las estructuras del gobierno: Del Poder Ejecutivo, Legislativo y Judicial, los 

organismos autónomos de las entidades federativas; los municipios; los organismos 

descentralizados, empresas de participación estatal mayoritaria y fideicomisos de las entidades 

federativas y los municipios, así como cualquier otro ente sobre el que las entidades federativas y 

los municipios tengan control sobre sus decisiones o acciones. En el caso de la Ciudad de México, 
incluye adicionalmente a sus alcaldías. 

XIV. De la ejecución de la Banca Social Mexicana: Estará desarrollada desde la estructura 

organizacional y el papel comercial, los ahorros y las inversiones estarán respaldadas, sólo por el 
Banco de México y supervisadas por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

XV. Entidades federativas: Los estados de la federación y la Ciudad de México. 



XVI. De la distribución de la riqueza: Conforme al reparto equitativo y justo, a través de 

esquemas compensatorios como es la capacitación, productividad y desempeño laboral, apoyado 

con programas de eficiencia laboral, de inversión, de mejora y crecimiento empresarial e 
individual. 

XVII. Del ingreso total: La Banca Social Mexicana, sociedades financieras de objeto múltiple, 

casas de bolsa, almacenes generales de depósito, uniones de crédito, instituciones de seguros, 

sociedades mutualistas de seguros, sociedades cooperativas de ahorro y préstamo, sociedades 

financieras populares y sociedades financieras comunitarias y cualquiera otra sociedad autorizada 

por la secretaría o por cualesquiera de las comisiones nacionales para organizarse y operar como 

tales, siempre y cuando la normatividad que les resulte aplicable no les prohíba el otorgamiento de 
créditos. 

XVIII. Instrumentos derivados: Los valores, contratos o cualquier otro acto jurídico cuya 

valuación esté referida a uno o más activos, valores, tasas o índices subyacentes. 

XIX. Inversión pública productiva: toda erogación por la cual se genere, directa o 
indirectamente, un beneficio social, y adicionalmente, cuya finalidad específica sea: 

I: La construcción, mejoramiento, rehabilitación y o reposición de bienes de dominio público; 

II: La adquisición de bienes asociados al equipamiento de dichos bienes de dominio público o 

privado, comprendidos de manera limitativa en los conceptos de mobiliario y equipo de 

administración, mobiliario y equipo educacional, equipo médico e instrumental médico y de 

laboratorio, equipo de defensa y seguridad, y maquinaria, de los programas de capacitación y 
certificación, que generen valor y crecimiento laboral. 

Así como los programas de salud, educación y de vivienda, seguro de desempleo, entre otros, de 

acuerdo al clasificador por objeto de gasto emitido por el Consejo Nacional de Armonización 
Contable. 

XX. Gasto etiquetado: El gasto que se etiquete en los rubros de capacitación, inversión, 

infraestructura, salud, educación, vivienda, deben ser conforme a los lineamientos que genere el 

presupuesto de la Banca Social Mexicana. 

XXI. De la justicia social: Las previstas en las leyes federales, y de las entidades federativas, así 
como la equidad en el reparto de la riqueza. 

XXII. Legislatura local: El Poder Legislativo de la entidad federativa. 

XXIII. Del medio laboral: De la Sectorización del medio laboral, con la esperanza de una mejor 

calidad de vida, a través de la diferenciación del sector primario, industrial, servicios y de 
comercio, pues cada uno genera niveles de bienestar distintos por su nivel de fuerza laboral. 

XXIV. Municipios: Los municipios de cada estado. 

XXV. Obligaciones: Los compromisos de pago a cargo de los entes privados y públicos derivados 

de los financiamientos, de los apoyos y de las inversiones, así como de la capacitación, salud, 
educación y vivienda. 



XXVI. Obligaciones a corto plazo: Cualquier obligación contratada con la Banca Social 

Mexicana o instituciones financieras a un plazo menor o igual a un año. 

XXVII. Del Poder Ejecutivo: Las secretarías del Poder Ejecutivo y de los organismos públicos 
descentralizados y centralizados. 

XXVIII. Del porcentaje de distribución empresarial: Las sociedades empresariales deben 

organizarse con base a la igualdad de oportunidades y por lo tanto la justicia distributiva implica 

que a tantos recursos disponibles, se debe buscar el modo de que todos los miembros reciban con 

la mayor equidad, para hacer que en medios capitalistas existan formas distributivas de las 

riquezas, con apoyos y créditos a las empresas, cooperativas, organizaciones gubernamentales y 

no gubernamentales, así como a las personas físicas y morales, ejidos entre otras figuras legalmente 
constituidas. 

Para las empresas con fines de lucro y asistencia social, Fundaciones, Organizaciones no 

gubernamentales, Cooperativas en el ámbito nacional e internacional que estén establecidas en 

territorio nacional, que hayan generado utilidades desde 1 millón hasta 10 millones de pesos, 

conforme al factor de 1 por ciento, del remanente ganado. Para las empresas que hayan generado 

utilidades desde 10 millones 1 pesos hasta 50 millones de pesos, conforme al factor de 2 por ciento 

del remanente ganado, Para las empresas que hayan generado utilidades por más de 50 millones 1 
pesos, conforme al factor de 3 por ciento del remanente ganado. 

XXIX. Del porcentaje de distribución gubernamental: La justicia distributiva gubernamental 

tiene como prioridad atender la eficiencia económica, ayudar a mejorar la vida social y contribuir 

a ofertar una mejor calidad de vida, para que todo la base productiva laboral tenga mecanismo de 

crecimiento familiar, social o comunitario, El sector gubernamental deberá destinar el 1 por ciento 

del Presupuesto de Egresos de la Federación, de cada ejercicio fiscal en turno, ministrado 

mensualmente a través del cálculo provisional conforme a la Recaudación Federal Participable y 
al término del año realizar los ajustes correspondientes, conforme a la reducación real. 

XXX. Presupuesto de Egresos: El Presupuesto de Egresos de las entidades federativas y 
municipios. 

XXXI. Del Presupuesto de Egresos de la Federación: Presupuesto de Egresos de la Federación. 

XXXII. Del reparto de la riqueza: El reparto de la riqueza deberá estar conformado con el 1 por 

ciento, 2 por ciento y 3 por ciento de las utilidades ganadas del sector empresarial, donde se 

contribuya a la banca social, de conformidad a los cálculos que proporcione la Secretaría de 

Hacienda y Crédito Público, a empresas que generen volúmenes de utilidad de consentimiento en 
el Titulo Tercero del capítulo 1 y 2, de la presente ley. 

XXXIII. Del reparto o incentivos: Los recursos utilizados por los Entes privados y públicos para 

el pago de cualquier financiamiento u obligación; además de la forma en que deberán ser 

distribuidos en los diversos componentes del reparto equitativo, así como las transferencias, 
asignaciones, subsidios, donativos y apoyos. 

XXXIV. De la remesas: Los ingresos que reciba por vía trasferencias siendo hasta 2 por ciento de 

la comisión, por envío realizado de Estados Unidos, Canadá entre otros países, que servirá para 
compensar a la sociedad en general. 



XXXV. Reestructuración: La celebración de actos jurídicos que tengan por objeto modificar las 

condiciones originalmente pactadas en un financiamiento o subsidio y apoyo según sea el caso, y 
que este esté validado por el Consejo Directivo. 

XXXVI. Registro público único: El registró para la inscripción de obligaciones y financiamientos 
que contraten los entes privados, públicos y personas físicas y morales. 

XXXVII. Del salario: Salario con base a esquema de productividad, mejoras y accesorios con 

incentivos enfocados a la fuerza económica de la empresa y a la vida laboral individual. 

XXXVIII. Secretaría: La Secretaría de Hacienda y Crédito Público del gobierno federal. 

Artículo 3. La Banca Social Mexicana, ejercerá sus funciones, conforme a los lineamientos de la 

Comisión Nacional Bancaria y de Valores, del Banco de México y de las diversas leyes que emanan 
a la justicia social, como es la Ley Federal del Trabajo, así como sus respectivos reglamentos. 

Artículo 4. A falta de disposición expresa en esta ley, se aplicarán supletoriamente la Ley Federal de 

Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, la Ley General de Contabilidad Gubernamental y la Ley 
General de Títulos y Operaciones de Crédito. 

Artículo 5. El Consejo Nacional de Armonización Contable, en los términos de la Ley General de 

Contabilidad Gubernamental, emitirá las normas contables necesarias para asegurar su congruencia 

con la presente ley, incluyendo los criterios a seguir para la elaboración y presentación homogénea 
de la información financiera, conforme a la recaudación de la Banca Social Mexicana. 

Artículo 6. De los procedimientos regulados por este ordenamiento, serán observados conforme a los 

valores de la Banca Social Mexicana, y se regirán por los principios de legalidad, certeza, 

imparcialidad, sencillez, celeridad, oficiosidad, eficacia, publicidad, gratuidad y buena fe. 

Capítulo II 

De las definiciones 

Artículo 7. Para los efectos de esta ley, se entenderá: 

I. Anulabilidad. Es aquella protección que la ley establece a favor de personas determinadas y 

afecta a aquellos actos que contienen los elementos de validez exigidos por las normas 

administrativas, pero que adolecen de algún vicio que implica un perjuicio para el particular, a 
quien la Ley le concede acción para reclamar dichos actos y reparar el perjuicio. 

II. Autoridad administrativa: Aquélla que dicte, ordene, ejecute, omita o trate de ejecutar un 
acto administrativo. 

III. Beneficiario empresarial: Todo empresario que haya tributado los beneficios económicos y 

los que estén al corriente en sus declaraciones fiscales ante el Servicio de Administración 

Tributaria, que deberá informar a través de una base de datos de la Secretaría de Hacienda y Crédito 
Público a la Banca Social Mexicana. 

IV. Beneficiario seguro de desempleo: Todo ciudadano asalariado mayor de 18 años que haya 

perdido su empleo por causas ajenas a su voluntad, resida en el territorio nacional, y cumpla con 



los requisitos previstos en el Título V, Capítulo IV, Del Seguro de Desempleo y así acceder a los 

beneficios. 

V. Consejo Directivo: Al Consejo Directivo para el Fomento, a la protección a la inversión, 

equipamiento, desarrollo empresarial, salud, educación, vivienda, capacitación y certificación de 
competencias laborales entre otros. 

VI. Delegaciones: A los órganos político-administrativos de las demarcaciones territoriales del 

territorio nacional, mismo que esté seccionado por entidades federativas, regiones y cubrir un gran 
número de municipios dependiendo del techo presupuestal administrativo. 

VII. Equidad de género: es la imparcialidad en el trato que reciben mujeres y hombres de acuerdo 

con sus necesidades respectivas, ya sea con un trato igualitario o con uno diferenciado pero que se 

considera equivalente en lo que se refiere a los derechos, los beneficios, las obligaciones y las 
posibilidades. 

VIII. Empoderamiento: procesos por los cuales las mujeres y los hombres ejercen el control y se 

hacen cargo de su propia vida mediante una ampliación de sus opciones La participación en la 

fuerza de trabajo es fundamental para el empoderamiento social y económico de las personas y de 

sus comunidades ya que les ofrece más opciones y recursos, así como una mayor autonomía para 

realizar la vida que desean en los sectores económicos de baja productividad y/o en la economía 

informal. 

IX. Igualdad de género: se define como la igualdad de derechos, responsabilidades y 

oportunidades de las mujeres y los hombres, y las niñas y los niños. La igualdad no significa que 

las mujeres y los hombres sean lo mismo, sino que los derechos, las responsabilidades y las 

oportunidades no dependen del sexo con el que nacieron. 

X. Interesado: Aquella persona que tiene un interés legítimo y jurídico por ostentar un derecho 
legalmente tutelado, respecto de un acto o procedimiento administrativo. 

XI. Interés jurídico. Es el que tienen los titulares de un derecho subjetivo público. 

XII. Interés legítimo. Es el que tienen quienes invoquen situaciones de hecho protegidas por el 

orden jurídico, tanto de un sujeto determinado como de los integrantes de un grupo de individuos 

diferenciados del conjunto general de la sociedad. 

XIII. Interés fiscal. Es la base del crédito y sus accesorios así como el ajuste que a través de la 

denominación en unidades de inversión o mediante la aplicación de índices o factores, o de 

cualquier otra forma, se haga de los créditos, deudas y operaciones realizadas por el Estado o los 
particulares, o por ambos en forma conjunta o correlacionada. 

XIV. Ley. A la Ley de Justicia Social y Equidad Distributiva de la Riqueza para el territorio 

nacional. 

XV. Medidas de seguridad. Las disposiciones que dicte la autoridad competente para proteger la 

salud y la seguridad pública. Las medidas de seguridad se establecerán en cada caso por las leyes 
administrativas. 



XVI. Nulidad. Es aquella que se origina con el nacimiento del acto jurídico cuando va contra el 

mandato o prohibición de la ley. 

XVII. Plazos. Es el lapso de tiempo dentro del cual puede realizarse o dar cumplimiento al acto. 

XVIII. Reglamento. Al Reglamento de la Ley de Justicia Social y Equidad Distributiva de la 
Riqueza para el territorio nacional. 

XIX. SAT: Servicio de Administración Tributaria. Ente encargado del manejo de la información 
de las declaraciones fiscales. 

XX. Secretaría del Trabajo: A la Secretaría de Trabajo y Previsión Social del Ejecutivo federal. 

XXI. Secretaría de Economía: La Secretaría de Economía del Ejecutivo federal. 

XXII. Secretaría de Desarrollo Social: La Secretaría de Desarrollo Social del Ejecutivo federal. 

XXIII. Secretaría de Hacienda y Crédito Público: Secretaría encargada de la base de datos de 

los impuestos y de la tributación del ingreso de los empresarios. Encargada además de vincular los 
convenios de carácter administrativo. 

XXIV. Términos. El momento en que ha de cumplirse o extinguirse una obligación. 

Título Segundo 

De la Justicia Social 

Artículo 8. De la justicia social, como principal preocupación de los diversos actores, donde se señala 

a la justicia distributiva como la regulante de la distribución de riquezas e ingresos, para el 
complemento de una sociedad con beneficios para todos en igualdad de oportunidades. 

Capítulo I 

De la equidad de género y el trabajo igualitario 

Artículo 9. De la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, el cual tiene como fin promover la cultura 

de igualdad de oportunidades y la equidad de género, aplicando los modelos de certificación conforme 

a las normas que establece la, motivando a las empresas del sector privado y público para que 

contribuyan a la legitimación en materia laboral para desarrollar la igualdad de oportunidades para 

mujeres y hombres. 

Artículo 10. Las dependencias gubernamentales y las entidades privadas, tienen la obligación de 

generar políticas públicas necesarias, para que desde cualquier sector público o privado se contribuya 

a la igualdad de oportunidades en el mercado laboral, apuntalando la capacitación del sector primario, 

industrial, comercial y de servicios, dando la capacitación técnica o especializada al momento de ser 

contratado, tomando a consideración lo siguiente: 

I. Participar en la fuerza laboral de carácter fundamental para el empoderamiento social y 

económico de las mujeres y hombres y de sus comunidades, donde se ofrezcan más opciones y 
recursos, a través de los programas de capacitación que se oferten en el sector público y privado. 



II. Atender y conseguir el equilibrio y la justicia social en las relaciones entre trabajadores y 

patrones, que el trabajo es un derecho y un deber social, que no es un artículo de comercio, que 

exige respeto para las libertades y dignidad de quien lo presta, y debe efectuarse en condiciones 

que aseguren la vida, la salud y un nivel decoroso para el trabajador y su familia, y que no podrán 

establecerse distinciones entre los trabajadores por motivos de raza, sexo, edad, credo, religión, 

doctrina política o condición social, y que es de interés social promover y vigilar la capacitación y 
el adiestramiento de los trabajadores. 

III. Promover el estado de derecho, la sujeción de los órganos del poder, de manera que sus actos 

sean previsibles, controlables, enmendables, al mismo tiempo que los derechos de cada individuo 

y de la sociedad esté eficazmente protegidos, además de cumplir con las obligaciones con relación 
al estado, a la sociedad y a las familias. 

IV. Eliminar la discriminación, el hostigamiento y la falta de oportunidades, así como revalorar el 

mismo, ya que las desigualdades en género se han agudizado sin justificación alguna. 

V. Ejercer los derechos de las mujeres y hombres en materia laboral, como las normas enfocadas 

a la protección de su salud, educación, desarrollo, maternidad, siendo los derechos que derivan del 
derecho de igualdad, garantizado por la norma constitucional, la cual es la ley suprema. 

Artículo 11. La Secretaría del trabajo y Previsión Social, promoverá la normatividad laboral en 

función de equidad y género, para establecer un trabajo mutuo con las mismas igualdades de 
oportunidades en materia salarial. 

Artículo 12. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social y la Banca Social, deberán de realizar 

programas de beneficios de seguridad social, a través de un fondo compensatorio que se ejercerá con 

las mismas igualdades de oportunidades entre empleador y empleado. 

Artículo 13. Se consideran derechos de identidad nacional, con responsabilidad social entre mujeres 

y hombres y que las obligaciones que establecen y ordenen, garanticen los derechos indistintamente 
para ambos. 

Artículo 14. Las dependencias del gobierno federal y las instituciones del ámbito social, empresas 

privadas, deberán de promover la cultura de igualdad laboral entendiéndose como la práctica de las 

mismas condiciones de trabajo, para hombres y mujeres, sin importar el sexo, el estado civil, su origen 

étnico o raza, la clase social, la religión o su ideología política, consintiendo en que gocen de los 
mismos derechos que los trabajadores. 

Artículo 15. De los centros de evaluación, de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, deberán 

promover la igualdad de oportunidades, donde hombres y mujeres que estén en la edad de trabajar, 

deban al solicitar un trabajo, a ser capacitadas y adiestradas, participar en las promociones de 

comisiones mixtas que establezcan las leyes, sindicalizarse y ocupar puestos directivos, ser 

promovidos y ascendidos dentro del lugar donde presta su servicio. 

Artículo 16. De conformidad con la Comisión de Salarios Mínimos, generar la igualdad de pago, la 

obligación de remunerar a los trabajadores y a las trabajadoras, cuando desempeñan trabajos 

similares, bajo las mismas condiciones, laborando el mismo número de horas y produciendo la misma 

cantidad y calidad de trabajo, donde este derecho está fundado y motivado en el Artículo 123 de la 
constitución. 



Artículo 17. Del establecimiento de valores, objetivos ante la empresa, para que favorezcan la no 

discriminación entre hombres y mujeres, en todos los medios laborales, cuando la diferencia se hace 

en las condiciones de trabajo como discriminación laboral, vista cuando ocurre la desigualdad laboral 

en cualquiera de sus modalidades: de trato, de oportunidades o en el pago, cuando por motivo de 

sexo, maternidad, estado civil, edad, religión, origen étnico, nacionalidad, ideas políticas o 
responsabilidades familiares, se sufra de esta situación. 

Artículo 18. De conformidad con la certificación de equidad de género, promover ante la Secretaría 

del Trabajo y Previsión Social y vincular con las áreas de recursos humanos o áreas afines de las 

dependencias del gobierno federal, estatal y municipal, así como de las instituciones no 

gubernamentales y empresas privadas, a contribuir a la Igualdad de oportunidades y de trato, 

simplemente por razones basadas en su sexo, color de piel, etnia o creencias, sin que se tengan en 

cuenta sus capacidades y sus calificaciones. Donde sea de carácter esencial que los trabajadores elijan 

su trabajo libremente, desarrollen plenamente su potencial y cosechen recompensas económicas con 
base a los méritos. 

Artículo 19. Corresponde a los dependencias del ejecutivo federal, estatal y municipal, instituciones 

no gubernamentales y empresas públicas y privadas a apoyar a que los empleadores practiquen la 

igualdad y acceso a una mano de obra más extensa y diversificada. Los trabajadores que gozan de 

igualdad, donde se tenga un mayor acceso a la formación, y que perciben salarios más elevados y 

mejoran la calidad general de la mano de obra. 

Artículo 20. La Banca Social, contribuye a que los beneficios de una economía globalizada se 

distribuyan de manera más justa en una sociedad igualitaria, lo que conduce a una mayor estabilidad 

social y a que la gente apoye más ampliamente un mayor desarrollo económico, vinculando las 

normas de la Organización Internacional del Trabajo y de la Ley Federal del Trabajo. 

Artículo 21. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social, instruirá a sus órganos de control, dar 

cumplimiento a establecer los cimientos sobre los que deben aplicarse las estrategias dominantes en 
cuestiones de género en el ámbito del trabajo. 

Artículo 22. Las dependencias del ejecutivo federal, estatal y municipal, así como las instituciones 

no gubernamentales, la empresa social y privada, promoverá la libertad sindical, la constitución de 

sindicatos y organizaciones de empleadores y de trabajadores, donde será requisito necesario para la 

solidez de la negociación colectiva y del diálogo social. Sin embargo, siguen existiendo retos en la 

aplicación de estos principios que deben ser conformadores de una vida colectiva en beneficio de la 

sociedad o del gremio, donde el beneficio sea la mejora del crecimiento y productividad laboral y 
personal, considerando los siguientes puntos: 

I. Garantizar la negociación colectiva, la libertad sindical, donde trabajadores y los empleadores 

pueden asociarse para negociar con eficacia las relaciones de trabajo. Al combinarse con una sólida 

libertad sindical, las buenas prácticas colectivas que garanticen que los empleadores y los 
trabajadores negocien en un plano de igualdad y que los resultados sean justos y equitativos. 

II. Coadyuvar el trabajo forzoso, donde trabajadores domésticos tomen como opcional el trabajo 

forzoso y que en muchos casos no se les impida, mediante amenazas o verdadera violencia, dejar 

la casa de sus empleadores, hombres, mujeres y niños están no se sientan atados a su trabajo, a 
través de un círculo vicioso de deudas. 



III. Erradicar el trabajo infantil, pues constituye una violación de los derechos humanos 

fundamentales, habiéndose comprobado que entorpece el desarrollo de los niños, y que 

potencialmente les produce daños físicos y psicológicos para toda la vida. La erradicación del 

trabajo infantil en las economías en transición y en desarrollo puede generar beneficios 

económicos, asociados con las inversiones en una mejor escolaridad y en unos mejores servicios 
sociales. 

IV. Promover la igualdad de oportunidades y de trato, no negar el acceso al trabajo a las mujeres 

y hombres, que perciben bajos salarios, o se ven limitados a determinadas ocupaciones, 

simplemente por razones basadas en su sexo, color de piel, etnia o creencias, sin que se tengan en 
cuenta sus capacidades y sus calificaciones. 

V. Contribuir a que exista igualdad en el lugar de trabajo, que conlleve beneficios económicos 

significativos. Los empleadores que practican la igualdad tendrán acceso a una mano de obra más 

extensa y diversificada. Los trabajadores que gocen de igualdad, tienen un mayor acceso a la 

formación, a menudo perciben unos salarios más elevados y mejoran la calidad general de la mano 
de obra. 

Artículo 23. Las dependencias, áreas afines, de las instituciones que tengan injerencia, con los 

contratos colectivos laborales y la de recursos humanos, promoverán la consulta tripartita, diálogo y 

cooperación entre los gobiernos, los empleadores y los trabajadores, formulando las normas y las 

políticas orientadas al tratamiento de los asuntos laborales, vinculando las normas internacionales del 

trabajo, creando controles a través de una estructura tripartita que propicie la Organización 
Internacional del Trabajo, siendo única en el sistema de las Naciones Unidas. 

Artículo 24. Las dependencias, áreas afines, de las instituciones que tengan a bien realizar consultas 

que garanticen una mayor cooperación entre los interlocutores sociales, una mayor concienciación 

sobre las cuestiones relacionadas con las normas del trabajo nacional y una mayor participación en 

las mismas, aplicando las estadísticas e indicadores de eficiencia, calidad, eficacia y de economía y 

que puedan conducir a una mejor gobernanza, con esta toma de decisiones, de asuntos sociales y 

económicos. 

Artículo 25. Las dependencias que tengan a bien a desarrollar el trabajo laboral con los criterios que 

establece la propia Secretaría del Trabajo y Previsión Social, aplicando la diversidad de sistemas de 

administración, las normas de la Organización Internacional del Trabajo y de las competencias del 

organismos certificador conocer, para que promueven, al mismo tiempo, la compilación estadística 

del trabajo, vista como una valiosa herramienta para identificar las necesidades y formular la política 

laboral, tanto a escala nacional como internacional, con el fin de mantener y robustecer en todo el 
mundo esta importante herramienta para el desarrollo. 

Artículo 26. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social, deberá contar con inspectores laborales, 

que examinen cómo se aplican las normas nacionales del trabajo en el lugar de trabajo y aconsejen a 

los empleadores y a los trabajadores respecto de la manera de mejorar la aplicación de la legislación 

nacional en cuestiones tales como el tiempo de trabajo, los salarios, la seguridad y la salud en el 

trabajo e inclusive de la contribución del trabajo infantil. 

Artículo 27. las dependencias gubernamentales, las instituciones sin fines de lucro y las empresas 

privadas deberán de promover las oportunidades laborales para hombres y mujeres, a efectos de 

garantizar un remuneración con ingresos decentes, promoviendo las normas internacionales sobre la 

política del empleo, junto con los programas de cooperación técnica, para diseñar y aplicar tales 



políticas, garantizando, en todo momento, el máximo acceso a los trabajos necesarios para gozar del 

trabajo decente. 

Artículo 28. La Secretaría del Trabajo, será la promoverte de la formación profesional, la educación 

y la formación son la clave para que las personas puedan conseguir empleo, es menester que los 

empleadores y los trabajadores se encuentren especialmente bien formados en tecnologías de la 

información y de la comunicación, en las nuevas formas de organización del comercio, y en el 
funcionamiento del mercado nacional. 

Artículo 29. Corresponde a la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, vincular a las dependencias 

gubernamentales, a las empresas sociales y privadas, con base a su pleno empleo y un crecimiento 

económico sostenido, inviertan en educación y en el desarrollo de los recursos humanos, ofreciendo 

una educación básica, una capacitación laboral básica y oportunidades de aprender a lo largo de la 

vida a toda su población trabajadora para garantizar que los trabajadores mantengan y mejoren sus 

oportunidades de empleo, lo cual redundará en una mano de obra más calificada y productiva. 

Artículo 30. Las dependencias gubernamentales y las instituciones no gubernamentales, las empresas 

sociales y privadas, deberán dar seguridad laboral, crear modelos innovadores de empleo, de ser 

necesario la constante capacitación para evitar la reducción del personal y/o despedir a los 

trabajadores por lo que será necesario que los empleadores mantengan la productividad de sus 
empresas. 

Artículo 31. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social, propondrá un equilibrio entre el 

mantenimiento del derecho de los empleadores de despedir a los trabajadores por causas justificadas 

y la garantía de que esos despidos sean justos, se utilicen como último recurso, y no tengan un impacto 
negativo desproporcionado en los trabajadores. 

Artículo 32. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social y la Banca Social Mexicana, deberán 

analizar, evaluar, proponer y garantizar el acceso a salarios adecuados y regulares, dado que los 

trabajadores pierden sus salarios debido a la bancarrota de los empleadores, disponiendo el pago 

regular de los salarios, la fijación de los niveles de los salarios mínimos, y el pago de los salarios 
debidos en caso de insolvencia del empleador. 

Artículo 33. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social, en vinculación con las empresas que 

ejerzan salarios dignos, deberán garantizar el adquisitivo del salario laboral, aplicando el 

deslizamiento de inflación y sus respectivos accesorios, para que genere valor, y mejora el poder 

adquisitivo de la moneda, que este valla fortalecido con base a esquemas de productividad de cada 
sector económico laboral. 

Artículo 34. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social deberá garantizar el tiempo laboral, bajo el 

esquema de marco regulatorio laboral, de la Ley Federal del Trabajo, aplicando los mismos 

lineamientos de las jornadas laborales, en caso de requerir horas extras estas deberán de establecerse 

con nuevos mecanismos de productividad laboral que contemple la propia empresa, además de 

prevenir las siguientes medidas: 

I. Notificar a través de la puesta en marcha de una sólida seguridad y salud en el trabajo, 

previniendo de información y de prácticas de inspección y protección de los trabajadores respecto 
de las enfermedades y de los accidentes del trabajo. 



II. Ofrecer seguridad social a sus ciudadanos, protegiéndolos de enfermedades, de la inseguridad 

relacionada con el hecho de ganarse la vida a través del trabajo. 

III. Prevenir sistemas de seguridad social con ingresos básicos en caso de desempleo, enfermedad 

y accidente laboral, vejez y jubilación, invalidez, responsabilidades familiares tales como el 
embarazo y el cuidado de los hijos y la pérdida del sostén de la familia. 

Artículo 35. De las Instituciones gubernamentales, empresas sociales o privadas que contraten 

trabajadores migrantes, desempleados contribuirán a beneficios de bien común, mismo que de 
llevarlas a cabo deberán de obtener beneficios o apoyos que se ejercerán a traes de la banca social. 

Artículo 36. Las dependencias gubernamentales, la empresa social y privada que contrate 

trabajadores y trabajadoras con VIH/sida, debe de obtener beneficios fiscales, de conformidad a los 

que establezca la Banca Social a través de convocatoria pública, para dar prioridad y atención de los 

temas laborales por la discriminación que atenta contra los derechos laborales y afecta las 
posibilidades de obtener un trabajo decente. 

Artículo 37. Las dependencias gubernamentales y empresas sociales y privadas, que atiendan al 

trabajador de mar, contaran con los beneficios económicos que promueva la banca social, con todas 

las prioridades necesarias por ser una actividad en el comercio e intercambio de bienes entre regiones 

o países, la gente de mar también se ve a menudo expuesta a condiciones de trabajo difíciles y a 

riesgos ocupacionales particulares de su profesionales, será necesario erradicar la explotación y a los 

abusos, al impago de los salarios, al incumplimiento de los contratos, y no estén expuestos a dietas 
pobres y a condiciones de vida de baja calidad. 

Artículo 38. Las dependencias gubernamentales y empresas sociales y privadas que atiendan la base 

laboral del pescador, deberá de darle beneficios de seguridad social, promovidos por la Banca Social, 

para sacarlos de la informalidad y tengan todos los beneficios económicos y sociales, además de 

crearles las normas que se orientan a proteger a los hombres y a las mujeres que trabajan en este 

sector. 

Artículo 39. Las empresas de actividad agrícola, ejidos, cooperativismos sociales deberán aplicar 

como prioridad de los beneficios que atienda la Banca Social, ya que el trabajador agrícola es de 

alcance prioritario, será necesario que cuente con los beneficios de seguridad social, para sacarlos de 

la informalidad y tengan todos los beneficios económicos y sociales, además de crearles las normas 

que se orientan a proteger la alimentación, para que todos los ciudadanos logremos una sana 
alimentación. 

Artículo 40. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social y el empleador, deberá aplicar las normas 

de conocer, para que él trabajador sea competitivo y calificado y que figuren en el registro de 

certificación de competencias lábrales, obteniendo su certificado de competencias y que por cada 

logro de competencia contribuya a mejores salarios, mismo que deberá aplicar a beneficios 
económicos que establezca la Banca Social en los rubros de apoyo laboral. 

Capítulo II 

De la capacitación y certificación laboral 

Artículo 41. De la capacitación y adiestramiento de los trabajadores, tal como lo marca la Ley Federal 

del Trabajo en su artículo 153-a. todo trabajador tiene el derecho a que su patrón le proporcione 

capacitación o adiestramiento en su trabajo que le permita elevar su nivel de vida y productividad, 



conforme a los planes y programas formulados, de común acuerdo, por el patrón y el sindicato o sus 

trabajadores y aprobados por la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, tomando en consideración 
los siguientes lineamientos: 

I. Promover el cumplimiento a la obligación que, conforme al artículo anterior les corresponde, a 

los patrones convenir con los trabajadores en que la capacitación o adiestramiento, se proporcione 

a estos dentro de la misma empresa, fuera de ella, por conducto de personal propio, instructores 

especialmente contratados, instituciones, escuelas u organismos especializados, o bien mediante 

adhesión a los sistemas generales que se establezcan y que se registren en la Secretaría del Trabajo 

y Previsión Social. En caso de tal adhesión, quedará a cargo de los patrones cubrir las cuotas 
respectivas. 

II. Promover la cultura del patrón, conforme al derecho a dar la capacitación y ésta la puede sumar 

al cálculo de distribución de los apoyos económicos y en especie, en el apartado del Título Tercero, 

Capitulo 1 y 2, de la presente Ley, además de que la capacitación estará ofertada en los mismos 

criterios y lineamientos de las jornadas laborares tal como lo marca la propia Ley Federal del 
Trabajo. 

III. Ofrecer certificación laboral, serán las competencias de las personas son los conocimientos, 

habilidades, destrezas y comportamientos individuales, es decir, aquello que las hace competentes 
para desarrollar una actividad en su vida laboral. 

IV. Ofertar la certificación de competencias, que las personas demuestren por medio de evidencias, 

y den cuenta, sin importar como las hayan adquirido, con conocimientos, habilidades y destrezas 

necesarias para cumplir sus funciones a un alto nivel de desempeño, de acuerdo a lo definido en 
un estándar de competencia. 

Artículo 42. Del Sistema Nacional de Competencias, promovido por el conocer, será el instrumento 

del gobierno federal que contribuye que avale y certifique la competitividad económica, al desarrollo 

educativo y al progreso social de México con base al fortalecimiento de las competencias de las 
personas. 

Artículo 43. De los beneficios a obtener al contar con una certificación del conocer, se encuentran: 

I. Integrarse al mercado laboral de manera exitosa. 

II. Tener un documento reconocido por la autoridad educativa del país y por las empresas de los 
sectores productivos, que respaldan sus competencias a nivel nacional. 

III. Movilidad laboral a nivel nacional. 

IV. Posibilidad de obtener incrementos salariales y promociones, dependiendo de cada sector. 

V. Aumentar la seguridad en tu empleo. 

VI. Incremento de la superación personal, motivación y desempeño en el trabajo. 

VII. Reconocimiento público por el trabajo realizado. 



Artículo 44. De los estándares de competencia inscritos en el Registro Nacional de Estándares de 

Competencia, en los que puedes certificarte, en diversos sectores económicos y sociales como lo son: 

I. Administración pública. 

II. Agrícola y Pecuario. 

III. Agua. 

IV. Comercio. 

V. Construcción e Inmobiliario. 

VI. Educación y Formación de personal. 

VII. Financiero. 

VIII. Funciones del Sistema Nacional de Competencias. 

IX. Logística. 

X. Procesamiento de Alimentos. 

XI. Servicios Profesionales y Técnicos. 

XII. Social. 

XIII. Tecnologías de la Información. 

XIV. Transporte. 

XV. Turismo. 

Artículo 45. De las empresas, entre los beneficios para las instituciones y organizaciones que 
participan en el Sistema Nacional de Competencias se encuentran: 

I. Dar certidumbre al reclutamiento de los mejores candidatos, que se encuentren avalados por el 
conocer. 

II. Reducir los costos transaccionales en los mercados laborales, particularmente en los procesos 

de reclutamiento y selección de personal. 

III. Dar certidumbre a los clientes acerca de la calidad de los productos y servicios ofrecidos. 

IV. Reducir los tiempos, costos y desperdicios en la producción. 

V. Cerrar brechas de conocimientos entre el personal. 

VI. Asegurar la calidad del trabajo realizado. 



VII. Ofrecer servicios más estandarizados. 

VIII. Obtener certificaciones de procesos por industria. 

IX. Aumentar la seguridad y disminuir los riesgos y accidentes de trabajo. 

X. Disminuir el ausentismo y la rotación del personal. 

Artículo 46. De los beneficios del Sistema Nacional de Competencias. 

I. Fortalecer la credibilidad a los sectores empresariales para la contratación de personal 

competente, dada la certificación de sus trabajadores como personas competentes para las 
funciones clave que requieren. 

II. Fortalecer la movilidad laboral de los trabajadores en sus sectores, en el territorio nacional y 

aún a nivel internacional, al reconocer la autoridad educativa del país, sus competencias por medio 

de un certificado de la Secretaría de Educación Pública - conocer. 

III. Contribuir a una mejor alineación de la oferta educativa con los requerimientos de los sectores 

productivos y ofrecer la posibilidad de certificar estudiantes en competencias laborales durante los 
programas de estudio, para integrarse al mercado laboral de manera exitosa. 

IV. Desarrollar instrumentos adicionales para fortalecer el diálogo social, en el marco del trabajo 

docente y la alianza por la productividad entre empleadores y trabajadores. 

V. Establecer convenios internacionales orientados a la homologación de certificaciones para 
asegurar la movilidad laboral dentro y fuera del país, con base en competencias de personas. 

Artículo 47. De los estándares de competencia: 

I. Promover los estándares de competencia con conocimientos, habilidades, destrezas y actitudes 

requeridas, para que una persona realice cualquier actividad productiva, social o de gobierno, con un 

nivel de alto desempeño, definidos por los propios sectores. 

II. Desarrollar un estándar de competencia, el Comité de Gestión por Competencias se apoya en 

grupos técnicos de expertos, quienes son capacitados por el conocer en el proceso de elaboración del 

Estándar, vinculados por las áreas de recursos humanos de las dependencias, instituciones no 

gubernamentales, empresas sociales o privadas. 

Artículo 48. De las entidades de Certificación y Evaluación, serán las personas morales, 

organizaciones o instituciones públicas o privadas, unidades administrativas de alguna dependencia, 

entidad o su similar en los niveles de Gobierno Federal, Estatal o Municipal, acreditadas por el 

conocer para capacitar, evaluar y/o certificar las competencias laborales de las personas, con base en 

Estándares de Competencia inscritos en el Registro Nacional de Estándares de Competencia, así como 

para acreditar, previa autorización del conocer, Centros de Evaluación y/o Evaluadores 
Independientes en uno o varios Estándares de Competencia en un periodo determinado. 

Artículo 49. De los organismos certificadores, un Organismo certificador (OC), es la persona moral, 

organización o institución pública o privada, unidad administrativa de algunas Dependencias, Entidad 



o su similar en los niveles de Gobierno Federal, estatal o municipal acreditada por el conocer, para 

certificar las competencias de las personas ,con base en Estándares de Competencia inscritos en el 

Registro Nacional de Estándares de Competencia, así como para acreditar, previa autorización del 

conocer, Centros de Evaluación y/o Evaluadores Independientes en uno o varios Estándares de 

Competencia, inscritos en el Registro Nacional de Estándares de Competencia, durante el periodo 
determinado. 

Artículo 50. Del Centro de Evaluación, el centro de evaluación es la persona moral, organización o 

institución pública o privada, unidad administrativa de algunas dependencias, entidad o su similar en 

los niveles de gobierno federal, estatal o municipal acreditada por el conocer, a propuesta de una 

unidad entidad de certificación y evaluación de competencias o de un organismo certificador 

acreditado para evaluar, con fines de certificación, las competencias de las personas con base en un 

determinado Estándar de Competencia inscrito en el Registro Nacional Estándares de Competencia. 

Artículo 51. De la figura del evaluador Independiente, quien es la persona física autorizada por el 

conocer, a propuesta de una Entidad de Certificación y Evaluación de Competencias o de un 

Organismo Certificador Acreditado para evaluar con fines de Certificación, las competencias de 

personas con base en un determinado Estándar de Competencia inscrito en el Registro Nacional de 
Estándares de Competencia. 

Título Tercero 

De la distribución de la Riqueza 

Capítulo I 

Del Reparto con Justicia Distributiva Empresarial 

Artículo 52. Las sociedades empresariales deben organizarse con base a la igualdad de oportunidades 

y por lo tanto la justicia distributiva implica que a tantos recursos disponibles, se debe buscar el modo 

de que todos los miembros reciban con equidad esos recursos, para hacer que en medios capitalistas 

existan formas distributivas de las riquezas y que sean atendidos desde la Banca Social Mexicana con 

apoyos, subsidios y créditos a las empresas, cooperativas, organizaciones no gubernamentales y 
personas físicas. 

Artículo 53. La justicia distributiva empresarial, donde todos los bienes y recursos de una sociedad 

deben ser justamente repartidos a través de la equidad institucional, donde todos tengan beneficios 

que ayuden a elevar el poder adquisitivo de sus negocios, ya sea en una entidad federativa o país, 

vinculado con proyectos de rentabilidad que contribuyan a la mejora social y de crecimiento 
económico. 

Artículo 54. Las empresas para realizar su actividad disponen de diversos recursos no necesariamente 

de su propiedad, de ahí que los usuarios de los informes contables demanden información relativa a 

lo que posee y debe la empresa, es decir, información sobre su riqueza, por ello es necesario que de 
cada ejercicio fiscal, de la denominada utilidad libre de impuestos tributen de la siguiente manera: 

I. Para las empresas con fines de lucro, Fundaciones, Organizaciones no gubernamentales, 

Cooperativas en el ámbito nacional e internacional que estén establecidas en territorio nacional, que 

hayan generado utilidades desde 1 milló0n hasta 10 millones de pesos, deberán de retribuir el 1 por 
ciento de sus ganancias a la Banca Social Mexicana. 



II. Para las empresas con fines de lucro, Fundaciones, Organizaciones no gubernamentales, 

Cooperativas en el ámbito nacional e internacional que estén establecidas en territorio nacional, que 

hayan generado utilidades desde 10 millones 1 pesos hasta 50 millones de pesos, deberán de retribuir 
el 2 por ciento de sus ganancias a la Banca Social Mexicana. 

III. Para las empresas con fines de lucro, fundaciones, organizaciones no gubernamentales, 

cooperativas en el ámbito nacional e internacional que estén establecidas en territorio nacional, que 

hayan generado utilidades desde 50 millones 1 pesos en adelante, deberán de retribuir el 3 por ciento 
de sus ganancias, a la Banca Social Mexicana. 

Artículo 55. De las empresas que hayan tributado sus partidas inherentes, podrán optar por los 

beneficios compensatorios que estos serán rígidos y ofertados por convocatoria pública a las diversas 

ramas, de la capacitación, certificación, inversión y apoyos, previa validación del área de supervisión 

y capacitación, así como del área del crédito social de la Banca Social Mexicana, previa autorización 

del Consejo Directivo. 

Artículo 56. De las empresas que no hayan tributado en sus utilidades por estar en el rango inferior 

de las partidas antes citadas en el artículo 54, de la presente Ley, podrán optar por los beneficios 

económicos y sociales que se determine a través de convocatoria pública, siempre y cuando se 

encuentre al corriente en sus declaraciones fiscales ante la Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Capítulo II 

Del Reparto con Justicia Distributiva Gubernamental 

Artículo 57. La justicia distributiva gubernamental tiene como prioridad atender la eficiencia 

económica, ayuda a mejorar la vida social y contribuye a ofertar una mejor calidad de vida, para que 

toda la base productiva laboral tenga mecanismo de crecimiento ya sea familiar, social o comunitario. 

Artículo 58. La justicia social y distributiva de la riqueza, deberá dar prioridad a los daños causados 

en el pasado antes que a las necesidades actuales, sin embargo debe de trabajarse en forma coordinada 

y mixta para que los bienes comunes de los ciudadanos sean proporcionalmente distribuidos a la base 

productiva. 

Artículo 59. El sector gubernamental deberá contribuir el 1 por ciento del Presupuesto de Egresos de 

la Federación, de cada ejercicio fiscal en turno, ministrado mensualmente a través del cálculo 

provisional conforme a la Recaudación Federal Participable y al término del año realizar los ajustes 

correspondientes, conforme a la reducación real, misma que estará distribuyendo a la Banca Social 

Mexicana. 

Artículo 60. El Poder Ejecutivo, a través de sus Secretarias, Organismos Públicos Descentralizados 

y Desconcentrados, así como el Congreso de la Unión, a través de la Cámara de Diputados y 

Senadores, así como el Poder Judicial, podrán optar por los beneficios compensatorios, que estos 

serán rígidos y ofertados por convocatoria pública, a las diversas ramas, de la capacitación, 

certificación, inversión y subsidios, previa validación del área de supervisión y capacitación, así como 
del área del crédito social de la Banca Social Mexicana, previa autorización del Consejo Directivo. 

Capítulo III 

Del reparto con justicia distributiva en las remesas 



Artículo 61. De las Remesas que se recauden, por la Banca Social Mexicana desde otros países, se 

deberá de retener el 2 por ciento del ingreso enviado, comisión que servirá para capitalizar los 

programas en salud, educación, infraestructura de vivienda, equipamiento empresarial, que podrán 

recibir los padres, hijos, hermanos que reciban beneficios económicos de los connacionales, con el 

fin de obtener financiamiento social por el 1 por ciento, arriba de la inflación. 

Artículo 62. Las remesas serán un motor de distribución de la riqueza social, esta deberá de 

distribuirse en forma equitativa, conforme a los indicadores de recaudación, es decir, si una entidad 

federativa o municipio recauda más por remesas, en ese mismo lugar deberán de aplicarse los 

beneficios económicos, ya sea por subsidio o financiamiento según sea el caso, y que los ciudadanos 

mexicanos reciben además de lo enviado por sus emigrantes, un beneficio adicional, como es el 

programa de inversión económica empresarial promovida desde el cooperativismo social, adquisición 

o ampliación de vivienda con financiamiento social, subsidios a la salud y educación entre otros 
programas que consense el Consejo Directivo. 

Artículo 63. De los beneficios económicos, vía convocatoria pública a través de la Banca Social 

Mexicana, aplicando restricciones a aquellos que no hayan recibido apoyos de remesas y en caso de 

apoyarse, se deberá ejercerse a través de una junta ante el Consejo Directivo, mismo que se llevará 

un control de la base de datos interna del programa de remesas y así capitalizar los diversos programas 
que formalicen el Consejo Directivo. 

Título Cuarto 

De la Banca Social Mexicana 

Capítulo I 

De la constitución de la Banca Social Mexicana 

Artículo 64. La Banca Social Mexicana deberá realizar las funciones de ahorro, crédito y apoyo, 

teniendo como objetivo promover y facilitar el ahorro, el acceso al financiamiento a tasas 

preferenciales, siendo conforme a las medidas inflacionarias que decrete la Secretaría de Hacienda y 

Crédito Público y validadas por la Cámara de Diputados en cada periodo, tomando en cuenta hasta el 
1 por ciento por arriba de la inflación. 

Artículo 65. La Banca Social Mexicana a través de sus áreas, ofrecerá instrumentos y servicios 

financieros que ayuden a mejorar las economías locales desde la Mipyme, los créditos de la Banca 

Social Mexicana y los apoyos generalizados. 

Artículo 66. La Banca Social Mexicana, trabajara la inclusión financiera social, el fomento de la 

innovación, la globalización y los mercados regionales y nacionales, la perspectiva de género y la 
inversión entre los integrantes del sectores. 

Artículo 67. La Banca Social Mexicana en México deberá operar por su denominación como Banca 

de Desarrollo. 

Artículo 68. Del funcionamiento de la Banca Social Mexicana, deberá apegarse al marco legal y a la 

supervisión de la CNBV y a los establecidos a la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, 
siempre atendiendo y preservando el carácter de responsabilidad social. 



Artículo 69. La Banca Social Mexicana, tendrá su domicilio en la ciudad de México, podrá 

establecer, clausurar o reubicar sucursales o agencias o cualquier otra clase de oficinas y nombrar 
corresponsales en el país y solo estará funcionando en territorio nacional. 

Artículo 70. La duración de la Banca Social Mexicana, será indefinida y solo podrá extinguirse 

cuando el propio Congreso de la Unión con las dos terceras partes logre el consenso general de 

concluirla o liquidarla. 

Artículo 71. De los servicios, las operaciones, los créditos, ahorros, y los apoyos en caso de 

requerirse, se regirán por lo dispuesto en la presente ley, la Ley de Instituciones de Crédito, la Ley 
del Banco de México y por las demás disposiciones legales aplicables que atiendan la labor social. 

Artículo 72. La Banca Social Mexicana, deberá regirse como un organismo independiente, que no 

tenga injerencia de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, en el reparto y distribución, pero si 

coordinarse en materia administrativa en términos de la captación de la distribución de la riqueza 

empresarial, esto para no comprometer los fondos de la misma en otras bolsas que en materia 

económica realice la misma secretaria en comento. 

Capítulo II 

Capital social 

Artículo 73. El capital social de la Banca Social Mexicana, estará representado por la recaudación 

del reparto de la riqueza de la recaudación gubernamental, mismas que será del 1 por ciento del 

Presupuesto de Egresos de la Federación y de los ingresos que reciban del reparto de la riqueza de las 

propias utilidades del sector empresarial, tal como hace referencia al Título III, Capítulo I, del reparto 

de la riqueza distributiva empresarial y que ésta tiene beneficios en los rangos del 1 por ciento, 2 por 

ciento y 3 por ciento, de conformidad en el titulo tercero, del Capítulo I. 

Artículo 74. El capital neto será el que recauden por las instituciones, la gubernamental y el sector 

empresarial, y de las remesas, proporcionando solo opinión de mejoras e impactos como contraparte 
el Banco de México, la Copmisión Nacional Bancaria y de Valores. 

Artículo 75. La Banca Social Mexicana, podrá autorizar la adquisición de inversiones, la 

contribución de los proyectos, el apoyo de la capacitación, certificación, la adquisición de maquinaria, 

equipo e infraestructura, así como el seguro de desempleo, además de los proyectos de capital semilla, 

de la incubación social y de los proyectos solidos a salir a nuevos mercados como figuras del 

cooperativismo social, que coadyuven a generar riqueza, estas autorizaciones se darán a través de la 

reunión de consejo y lo harán cada que sesione el mismo, que podría ser las veces que requieran a 

reunión de consejo exprofeso y/o a través de reunión extraordinaria por convocatoria establecida en 
los lineamientos de la propia administración. 

Artículo 76. La Banca Social Mexicana, establecerá la forma de proporcionalidad en cada uno de los 

rubros a repartir y que estos sean a través de sus propias reglas de operación y la transparencia del 
propio presupuesto que esta misma establezca, que podrá publicarse y socializarse de carácter general. 

Capítulo III 

Administración 



Artículo 77. La administración de la Banca Social Mexicana, estará encomendada a un Consejo 

Técnico de carácter directivo y a un presidente del Banco Social Mexicano, con su respectivo nivel 
jerárquico y o estructura organizacional. 

Artículo 78. El Consejo Técnico de carácter directivo estará conformado por nueve consejeros 
propietarios conforme a lo siguiente: 

I. Son consejeros propietarios, uno de Adquisición de Inversiones, uno del Banco de Proyectos, 

uno del Apoyo a la Capacitación y Certificación, uno de Adquisición de Infraestructura y 

Maquinaria, uno del Seguro de Desempleo, además un representante de la Secretaría de Hacienda 

y Crédito Público que podría ser el propio Secretario o un representante, un representante por el 

Gobernador del Banco de México dentro de los 3 niveles jerárquicos superiores del instituto 

central, un representante que puede ser el titular o representante de la Secretaría de Economía, el 

titular o representante de la Secretearía del Trabajo y Previsión Social, además un Consejero 

representado por las cámaras empresariales, un Consejero representando a la agrupación social que 

represente a la ciudadanía, siendo este del nivel universitario y/o de las fundaciones que tienen 

como propósito fortalecer el trabajo y la economía social, así como un Consejero representado por 

la agrupación obrero patronal de mayor afiliación, quien deberá presidir la Asamblea de Consejo 

será el Presidente de la Banca Social Mexicana por sus siglas denominada B.S.M, en su ausencia 
el que designe de su estructura organizacional. 

II. El Consejo de propietarios y el Presidente de la Banca Social Mexicana durarán en su cargo 5 

años, el cual deberá ser designado por la Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión. 

III. El Consejero Empresarial, y el Consejero de la Agrupación Social durarán en funciones 3 años 

y no podrá desempeñarse por medio de representantes y serán designados por sus propias 
agrupaciones. 

IV. Sobre los representantes de las Instituciones Gubernamentales conforme a los lineamientos de 

sus respectivos cargos y fijados por el propio Poder ejecutivo y legislativo, siempre y cuando se 
encuentre en funciones y sin haber renunciado a cargo algo. 

V. El Consejo Directivo se reunirá por lo menos bimestralmente, sin perjuicio de que lo haga en 

forma extraordinaria en cualquier tiempo, siempre que sea convocado por su Presidente de la 

Banca Social Mexicana, o por cuando menos sea convocado por cinco de los consejeros 

propietarios. 

VI. Las sesiones del Consejo Directivo se celebrarán con la asistencia de por lo menos cinco 

consejeros, siempre y cuando se cuente con la presencia del consejero de las cámaras empresariales 

y del consejero ciudadano, del consejero obrero patronal, así como el representante del Banco de 

México y del representante de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para dar voto de 
respaldo a las reuniones de trabajo. 

VII. Las resoluciones del Consejo Directivo se tomarán por mayoría de votos de los consejeros 
presentes, teniendo el presidente voto de calidad en caso de empate. 

VIII. El Consejo Directivo podrá invitar a sus sesiones, cuando así lo considere conveniente, a 

representantes de la banca privada o instituciones de carácter financiero, de las organizaciones del 

sector social o privado en general a cualquier persona, que de conformidad con la opinión del 



Consejo Directivo desarrolle actividades relevantes para el cumplimiento de los objetivos de la 

Banca Social Mexicana, quienes tendrán voz pero sin voto. 

IX. Los consejeros tendrán la obligación de comunicar al presidente del consejo sobre cualquier 

situación de la que se pueda derivar un conflicto de interés y abstenerse de participar en la 

deliberación correspondiente. Asimismo, deberán mantener absoluta confidencialidad sobre todos 

aquellos actos, hechos o acontecimientos que pudieran afectar la operación de la Institución, 

mientras tal información no se haya hecho del conocimiento público, así como de las 
deliberaciones que se adopten en el Consejo Directivo. 

X. En el orden del día de las sesiones del Consejo Directivo, se deberán listar todos los asuntos a 

tratar, ya que no deberá haber asuntos generales. 

XI. La documentación e información relacionada con los temas a tratar en las correspondientes 

sesiones del Consejo Directivo, firmado por el presidente del Consejo, deberá hacerse llegar a los 

consejeros por lo menos con 5 días hábiles de anticipación a la celebración de tales sesiones en 

medios electrónicos y la caratula impresa. 

Artículo 79. En ningún caso podrán ser consejeros propietarios o representantes de las agrupaciones 
empresariales, de la agrupación social y obrero patronal: 

I. Las personas que se encuentren en los supuestos señalados en el penúltimo párrafo del artículo 
41 de la Ley de Instituciones de Crédito; 

II. Las personas que ocupen un puesto de elección popular o de dirigencia partidista, mientras se 

encuentren en el ejercicio del mismo, y 

III. Las personas que tengan parentesco por consanguinidad o afinidad hasta el segundo grado o 
civil, con alguno de los consejeros. 

Artículo 80. Si alguno de los consejeros propietarios e independientes, designados llegare a 

encontrarse comprendido durante el ejercicio de su cargo, en cualquiera de los supuestos anteriores, 

será sustituido por su suplente, durante el tiempo que dure el impedimento y no se haga designación 
del consejero propietario. 

Artículo 81. No podrán ser consejeros independientes, de la agrupación empresarial, de las 
agrupaciones sociales y obre patronal: 

I. Las personas que tengan nexo patrimonial o vínculo laboral con la Banca Social Mexicana. 

II. Las personas que tengan un nexo patrimonial o vínculo laboral con una persona física o moral 
que sea acreedor, deudor, cliente o proveedor importante de la Banca Social Mexicana. 

III. Las personas que tengan conflicto de intereses con la Banca Social Mexicana, por ser clientes, 

proveedores, deudores, acreedores importantes o de cualquier otra naturaleza. 

IV. Las personas que tengan un vínculo laboral o la representación de asociaciones, gremios, 

federaciones, confederaciones de trabajadores, patrones, o de los organismos de integración y 
entidades del sector, o sean miembros de sus órganos directivos. 



Artículo 82. Son causas de remoción de los consejeros propietarios y de los consejeros 

independientes: 

I. La incapacidad mental, así como la incapacidad física que impida el correcto ejercicio de sus 
funciones durante más de seis meses. 

II. No cumplir los acuerdos del Consejo Directivo o actuar deliberadamente en exceso o defecto 
de sus atribuciones. 

III. Utilizar, en beneficio propio o de terceros, la información confidencial de que disponga en 

razón de su cargo, así como divulgar la mencionada información sin la autorización del Consejo 
Directivo, y 

IV. Someter a sabiendas, a la consideración del Consejo Directivo información falsa. 

Artículo 83. Las causas de remoción señaladas en este precepto, a los consejeros y al presidente de 

la Banca Social, se les removerá de su cargo cuando se determine su responsabilidad mediante 

resolución definitiva dictada por autoridad competente, por ubicarse en alguno de los supuestos 
contenidos en la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos. 

Artículo 84. El Consejo Directivo dirigirá a la Banca Social Mexicana en los términos de lo previsto 
por el Titulo Cuarto, Capitulo III, de la presente ley. 

Artículo 85. El Consejo Directivo podrá acordar la realización de las operaciones inherentes al objeto 

de la Banca Social Mexicana, los acuerdos que en su caso dicte respecto a las operaciones previstas 

en las fracciones VI y IX del artículo 46 de la Ley de Instituciones de Crédito, deberán considerar la 
propuesta del Presidente de la Banca Social Mexicana. 

Artículo 86. Serán facultades del Consejo Directivo, en los términos de la Banca Social Mexicana, 

las siguientes: 

I. Aprobar en su caso, el informe anual de actividades de la Banca Social Mexicana que presente 
el presidente. 

II. Aprobar las reglas generales de operación de los planes de ahorro, las Reglas de Operación de 

la Adquisición de Inversiones, las Reglas de Operación del Banco de Proyectos, Reglas de 

Operación del Apoyo a la Capacitación y Certificación, De las reglas de operación de la 

Adquisición de Infraestructura y Maquinaria, de las reglas de operación del Seguro de Desempleo 

de las inversiones, y demás instrumentos de captación que ofrezca la Banca Social Mexicana y las 

modificaciones a las mismas; Además de apoyar con reglas de operación y por convocatoria 

pública, obtener los recursos para la incubación de las empresas sociales y cooperativas que 
contribuyan al crecimiento económico y social de las regiones. 

III. Autorizar la adquisición y uso de tecnología con el fin de mejorar los esquemas de trabajo y 
que estos sean de trascendencia y control social. 

IV. Autorizar la distribución del gasto total que reciba la Banca Social Mexicana, siendo el 47.5 

por ciento a la recuperación del crédito, por la vía de las inversiones de maquinaria, equipo, 

remodelación, infraestructura con tasa del 1 por ciento por arriba de la inflación que pronostique 

el Banco de México y el otro 47.5 por ciento, será distribuido al apoyo generalizado, a la 



capacitación, certificación, seguro de desempleo, vivienda, educación y salud, el 5 por ciento del 

gasto será utilizado para el manejo de la administración, el cual comprenderá la estructura 

organizacional, tecnológica y de infraestructura, que podrá ser en primer instancia arrendada y 
posteriormente la propia. 

V. Aprobar los demás programas específicos y reglamentos internos de la Banca Social Mexicana 

que le presente el presidente. 

VI. Nombrar y remover, a propuesta del presidente, a los servidores públicos de la Banca Social 
Mexicana, que ocupen cargos con las dos jerarquías administrativas inferiores a la de presidente. 

VII. Nombrar y remover al secretario y al prosecretario del Consejo; cuando así lo considere 
pertinente el Consejo Directivo. 

VIII. Expedir las normas y criterios a los cuales deberá sujetarse la elaboración y ejercicio del 

presupuesto de gasto corriente y de inversión física de la Banca Social Mexicana, así como aprobar 

dicho presupuesto y las modificaciones que corresponda efectuar durante el ejercicio, una vez 
autorizados los montos globales de estos conceptos por parte del Consejo Directivo. 

IX. Aprobar, a propuesta del Consejo Directivo, y el comité de recursos humanos y desarrollo 

institucional, la estructura orgánica, tabuladores de sueldos y prestaciones, política salarial y para 

el otorgamiento de percepciones extraordinarias por el cumplimiento de metas sujetas a la 

evaluación del desempeño. políticas de ascensos, promociones y jubilaciones; lineamientos de 

selección, reclutamiento y capacitación; criterios de separación; y las demás prestaciones 

económicas y de seguridad social establecidas en beneficio de los servidores públicos que laboren 
en la Banca Social Mexicana. 

X. Acordar la creación de comités de crédito, el de recursos humanos y desarrollo de la Banca 

Social Mexicana que por sus siglas se denominará BSM, de administración integral de riesgos, así 
como aquellos que considere necesarios para el cumplimiento de su objeto. 

XI. Determinar las facultades de los distintos órganos y de los servidores públicos de la Banca 
Social Mexicana para el otorgamiento de créditos. 

XII. Aprobar, en su caso, previo dictamen del Consejo Directivo, el balance general anual de la 

Banca Social Mexicana. 

XIII. Aprobar, en su caso, la constitución de reservas económicas de la Banca Social Mexicana. 

XIV. Aprobar, las reservas económicas y la forma en que deberán erogarse cada una de las partidas 

presupuestales, o en su caso la aplicación de un fondo de contingencia y de ahorro para iniciar 
operaciones el siguiente ejercicio fiscal, dejando remanentes para operar los 3 primeros meses. 

XV. Aprobar el programa de incubadoras de empresas sociales y empresariales con el fin de 
fortalecer los proyectos de nueva creación, para fortalecer la Banca Social Mexicana. 

XVI. Aprobar los estados financieros que le presente el Presidente, así como autorizar, conforme 

a las disposiciones aplicables, la publicación de los mismos. 



XVII. Aprobar los presupuestos generales de gasto e inversión y del subsidio, de conformidad a 

lo que se establezca en las reuniones de Consejo. 

XVIII. Aprobar las estimaciones de ingresos anuales, su programa financiero, y sus programas 
operativos, de la captación del ingreso empresarial y gubernamental. 

XIX. Aprobar los programas anuales de adquisición, arrendamiento y enajenación de bienes 

muebles e inmuebles, de realización de obras y prestación de servicios, que la Banca Social 

Mexicana que requiera, así como las políticas y bases generales que regulen los convenios, 

contratos, pedidos o acuerdos que deba celebrar la Banca Social Mexicana con terceros, en estas 
materias, de conformidad con las normas aplicables. 

XX. Proponer al consejo directivo, el aumento o reducción del capital social; de la Banca Social 

Mexicana. 

XXI. Aprobar los programas anuales de publicidad y propaganda de la Banca Social Mexicana, 
requiriendo la autorización del consejo directivo. 

XXII. Opinar sobre las Condiciones Generales de Trabajo de la Banca Social Mexicana. 

XXIII. Conocer y en su caso, aprobar los informes que le presente el Comité de Administración 
Integral de riesgos, así como los límites prudenciales de riesgos que al efecto le proponga éste. 

XXIV. Proponer el porcentaje del apoyo del seguro de desempleo de la fuerza laboral que tributa 

en el régimen empresarial y/o gubernamental. 

XXV. Proponer el porcentaje del apoyo de Salud, como un apoyo al seguro de salud de la fuerza 
laboral que tributa en el régimen empresarial y/o gubernamental. 

XXVI. Proponer el porcentaje del apoyo de Educación, como un apoyo al seguro de educación de 
la fuerza laboral que tributa en el régimen empresarial y o gubernamental. 

XXVII. Proponer el porcentaje del apoyo a la vivienda, como un apoyo al seguro de vivienda de 

la fuerza laboral que tributa en el régimen empresarial y o gubernamental. 

Artículo 87. La Banca Social Mexicana, tendrá un comité de recursos humanos y desarrollo 
institucional, que estará integrado de la siguiente forma: 

I. Un funcionario designado por el Consejo Directivo, que por sus conocimientos y desarrollo 
profesional, tenga amplia experiencia en el área de recursos humanos. 

II. Un miembro del Consejo Directivo que tenga el carácter de independiente. 

III. El presidente de la, Banca Social Mexicana. 

IV. Un representante de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social con voz, pero sin voto. 

V. Un representante de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores con voz, pero sin voto. 



VI. El presidente de la Banca Social Mexicana, se abstendrá de participar en las sesiones del 

comité, que tengan por objeto emitir opiniones o recomendaciones con respecto a su sueldo, 
prestaciones económicas y de seguridad social. 

Artículo 88. El Comité de la Banca Social Mexicana, opinará y propondrá, los tabuladores de sueldos 

y prestaciones, política salarial y para el otorgamiento de percepciones extraordinarias por el 

cumplimiento de metas sujetas a la evaluación del desempeño; políticas de ascensos, promociones y 

jubilaciones; lineamientos de selección, reclutamiento y capacitación; criterios de separación; y las 

demás prestaciones económicas y de seguridad social establecidas en beneficio de los servidores 

públicos que laboren en la Banca. 

Artículo 89. Del comité y su funcionamiento, sesionará a petición del Presidente de la Banca Social 

Mexicana, quien enviará la convocatoria respectiva a los miembros del mismo, en donde establecerá 

el orden del día, así como el lugar y fecha para la celebración de la sesión. Sus decisiones se tomarán 

por mayoría de votos. 

Artículo 90. El presidente de la Banca Social Mexicana, será designado por las dos terceras partes 

de la Cámara de Diputados, debiendo recaer ese nombramiento en persona que reúna los requisitos 

que previa convocatoria que emita la Cámara de Diputados a través de la Comisión de Fomento 

Cooperativo y Economía Social y que esta turne la terna al Pleno de los Diputados. 

Artículo 91. El presidente de la Banca Social Mexicana, tendrá a su cargo la administración y 

representación legal de la Banca Social, Institución de Banca de Desarrollo, sin perjuicio de las 

atribuciones que correspondan al Consejo Directivo; al efecto tendrá las siguientes facultades y 

funciones: 

I. En el ejercicio de sus atribuciones de representación legal, podrá celebrar u otorgar toda clase 

de actos y documentos inherentes al objeto de la Banca Social. Contará para ello con las más 

amplias facultades para realizar actos de dominio, administración, pleitos y cobranzas, aun de 

aquellas que requieran autorización especial según otras disposiciones legales o reglamentarias. 

II. De manera enunciativa y no limitativa, podrá emitir, avalar y negociar títulos de crédito, 

querellarse y otorgar perdón, ejercitar y desistirse de acciones judiciales inclusive en el juicio de 

amparo, comprometer en árbitros y transigir, otorgar poderes generales y especiales con todas las 

facultades que le competan, aun las que requieran cláusula especial, sustituirlos y revocarlos, y 

otorgar facultades de sustitución a los apoderados debiendo obtener autorización expresa del 
Consejo Directivo cuando se trate de otorgar poderes generales para actos de dominio. 

III. Informar al pleno de los diputados y a la Comisión de Fomento Cooperativo y Económica 

Social, las veces que se requieran, previo a la autorización de las instancias correspondientes, las 

operaciones que pudiesen estar vinculadas con el objeto de las otras instituciones de banca de 
desarrollo. 

IV. Coordinarse con la Secretaría de Hacienda y Crédito Público para intercambiar información 

técnica, financiera y de proyectos que ayuden a mejorar los beneficios empresariales y 

gubernamentales. 

V. Ejecutar las resoluciones del Consejo Directivo. 

VI. Llevar la firma de la Banca Social Mexicana. 



VII. Actuar como delegado fiduciario general; en la Banca Social Mexicana. 

VIII. Decidir la designación y contratación de los servidores públicos de la institución, distintos 

de los señalados en los términos de referencia del poder ejecutivo y que los mandos de primer y 

segundo nivel deberán ser aprobados por los propios diputados de la Comisión de Fomento 

Cooperativo y Economía Social, así como la designación y remoción de los delegados fiduciarios; 

administrar al personal en su conjunto, y establecer y organizar las oficinas de la institución. 

IX. Rendir al Consejo Directivo un informe anual de actividades. 

Artículo 92. Los consejeros, el presidente de la Banca Social Mexicana y los Delegados de la Banca 

Social Mexicana, sólo estarán obligados a absolver posiciones o rendir testimonio en juicio en 

representación de la misma, cuando las posiciones y las preguntas se formulen por medio de oficio, 

el que deberán contestar por escrito dentro del término que señalen las autoridades respectivas. 

Capítulo IV 

Vigilancia 

Artículo 93. La vigilancia de la Banca Social Mexicana, se regirá por los órganos y en los términos 

señalados en la Ley de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación, del Sistema 

Anticorrupción, Ley de Disciplina Financiera de las Entidades Federativas y los Municipios, Ley de 

Instituciones de Crédito, Ley de la Economía Social y Solidaria, Reglamentaria del Párrafo Octavo 

del Artículo 25 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en lo referente al sector 

social de la economía. 

Capítulo V 

Disposiciones generales 

Artículo 94. Conforme a las reglas generales de operación que autorice la Banca Social Mexicana, 

los planes de ahorro; así como los demás instrumentos de captación que determine el Consejo 

Directivo, participarán en el reparto de la riqueza a través de los fondos que se establezcan en la 
presente ley. 

Artículo 95. Los depósitos que se entreguen a la Banca Social Mexicana, se documentarán en los 

recibos autorizados que emitan los sistemas de cómputo de la misma, siendo el único comprobante 

válido de la entrega de dinero por el depositante, así como para el rescate de aquéllos. 

Artículo 96. Cuando se cumplan los requisitos especificados en el contrato respectivo, para la 

emisión del estado de cuenta autorizado, de las cantidades depositadas y retiradas, los asientos que 
figuren en la contabilidad de la Institución, harán fe, salvo prueba en contrario, en el juicio respectivo. 

Artículo 97. La Banca Social Mexicana, formulará anualmente sus programas financieros, 

presupuestos generales de gastos e inversiones, así como sus programas operativos, de acuerdo a los 

lineamientos, medidas y mecanismos que al efecto establezca el Consejo Directivo. 

Artículo 98. De las operaciones realizadas por la Banca Social Mexicana, en la prestación del servicio 

de banca y crédito, del subsidio, podrán hacerse constar en documento privado que, sin más 

formalidad, deberá ser inscrito por los encargados de los registros públicos correspondientes, y 

deberán estar resguardados por la banca. 



Artículo 99. Previa autorización del Consejo Directivo, la Banca Social Mexicana, deberá constituir 

las reservas y fondos necesarios para el adecuado cumplimiento del objeto que esta ley le encomienda. 

Artículo 100. La Banca Social Mexicana podrá realizar las siguientes operaciones de financiamiento: 

I. La inversión social a través de préstamos de empresas cooperativistas. 

II. Los financiamientos otorgados por la Banca Social Mexicana, por un monto total igual al 
porcentaje que determine el Consejo Directivo con autorización del Consejo Directivo. 

III. Las operaciones que correspondan a prestaciones de carácter laboral otorgadas de manera 
general. 

IV. Las operaciones realizadas con el gobierno federal, las entidades paraestatales, las entidades 

federativas y los municipios. 

V. Los financiamientos a proyectos de infraestructura, capacitación, tecnología, o cualquier otro 
servicio requerido por las empresas y por el propio Poder Ejecutivo. 

VI. No habrá intermediarios financieros antes referidos, siempre y cuando se trate de proyectos 
relacionados a su objeto empresarial. 

Artículo 101. Tratándose de los financiamientos que tengan por objeto proveer de liquidez a las 

Sociedades Cooperativas de Ahorro y préstamos, deberán quedar garantizados por el fondo de 

protección, que tengan constituido conforme a la Ley de Ahorro y Crédito Popular, en los términos y 

con las limitaciones que se establecen en esa misma ley. El Consejo Directivo determinará en cada 

caso, las características de las garantías que las Entidades tendrán que otorgar. 

Artículo 102. La Banca Social Mexicana enviará al Congreso de la Unión junto con los Informes 

sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la Deuda Pública y en los recesos de éste, a la 
Comisión Permanente, lo siguiente: 

I. El informe en forma trimestral de cada año, una exposición sobre los programas de créditos y 

garantías a seguir por la Banca Social Mexicana, durante el ejercicio respectivo, indicando las 

políticas y criterios conforme a los cuales realizará sus operaciones a fin de coadyuvar al 

cumplimiento del Plan Nacional de Desarrollo, así como los avances del presupuesto de ingresos y 

gasto, para el cumplimiento de las metas anuales. 

Artículo 103. Despachos Jurídicos o áreas afines, prestarán los servicios de asistencia y defensa legal 

a los integrantes de su Consejo Directivo, comités establecidos por el mismo o previstos por 

disposición normativa y a los servidores públicos que laboren o hubieren laborado en la propia Banca 

Social Mexicana, con respecto a los actos que dichas personas realicen en el ejercicio de las funciones 

que tengan encomendadas por ley y de conformidad con los lineamientos que para tal efecto emita la 
Secretaría de Hacienda y Crédito Público. 

Artículo 104. La asistencia y defensa legal se proporcionará con cargo a los recursos con los que 

cuente la Sociedad para estos fines. En caso de que la autoridad competente dicte al sujeto de la 

asistencia legal resolución definitiva que cause ejecutoria en su contra, dicha persona deberá 

rembolsar a la Sociedad los gastos y cualquier otra erogación que ésta hubiere efectuado con motivo 
de la asistencia y defensa legal. 



Capítulo VI 

Del régimen laboral 

Artículo 105. Las relaciones laborales entre la Banca Social Mexicana y sus trabajadores se regirán 

por el Artículo 123, Apartado B, fracción XIII Bis de la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos; por la Ley Reglamentaria de dicho precepto; y por las condiciones generales de trabajo 

y sus condiciones de contrato laboral. 

Capítulo VII 

De la ejecución de la Banca Social Mexicana 

Artículo 106. Con el fin de apoyar el crédito a las empresas y entidades del sector social de la 

economía y promover el ahorro popular de las empresas y del gobierno, podrá contribuir a la 

generación de empleos y combatir la pobreza, a través de los esquemas de recaudación de los ingresos 
de conformidad al Título Tercero, de la distribución de la riqueza, en su Capítulo 1 y 2. 

Artículo 107. La Banca Social Mexicana ejecutará los ingresos recaudados de la siguiente manera, 

el primer componente será con efecto progresivo, conforme al 47.5 por ciento, del total del ingreso, 

que para obtener los fondos vía financiamiento, recuperando el crédito a corto y mediano plazo a una 

tasa preferencial del 1 por ciento por arriba de la inflación, el fin será para promover la inversión 

social, a través de equipamiento, infraestructura, tecnología, bienes inmuebles entre otros, y la 

segunda parte conforme al 47.5 por ciento, destinado al subsidio generalizado, que estará atendiendo 

el rezago de la pobreza, las áreas de la salud, educación, vivienda, capacitación, seguro de desempleo 
entre otros. 

Artículo 108. De la conformación de la distribución del 5 por ciento, será para ministrar la Banca 

Social Mexicana, el cual tendrá como apoyo, el comité de administración y de recursos humanos y 

deberá realizar el trabajo inherente para desarrollar la estructura organizacional, la planeación, la 

evaluación, control, ejecución y supervisión de la vida administrativa, Atendida por los grandes 

cuadros del recurso humano previa selección de altos estándares que contribuyan con calidad, 
eficiencia y transparencia el desarrollo de la Banca. 

Artículo 109. Las demás previstas en la Constitución de la Banca Social Mexicana, en los términos 

del Título IV, del Capítulo II, Capitulo III, Capitulo IV, Capítulo V y Capitulo VI, respectivamente 
de esta Ley. 

Título Quinto 

De la Compensación Social Laboral 

Capítulo I 

De la salud laboral para todos 

Artículo 110. La Secretaría de Salud, del ejecutivo federal y estatal, apoyará a la salud en el trabajo 

y el ambiente saludable, como grandes valores que pueden tener los individuos, las comunidades y 

las regiones, tratándose de empresas sociales y privadas para dar vincular la prevención ante los 
trabajadores empresariales. 

Artículo 111. La Secretaría de Salud del Ejecutivo federal y la Estatal, aplicara la salud ocupacional, 

como importante estrategia, que garantice la salud del trabajador, además de contribuir positivamente 



a la productividad, calidad de productos, motivación de trabajo, a la satisfacción del empleo y de esta 

manea implementar la eficacia de la vida de los individuos y la sociedad. 

Artículo 112. Del fortalecimiento de las políticas públicas para la salud en los puestos de trabajo, 

aplicando la seguridad e higiene, manteniendo las certificaciones conforme a las normas de la salud 

en las diversas empresas de los sectores de servicios, industrial y comercial, validados por la 

Secretaría de Salud. 

Artículo 113. La Secretaría de Salud del Ejecutivo federal y la Estatal, el empleador y la Banca Social 

Mexicana, podrán ejercer programas de prevención de la salud laboral, siempre y cuando realicen 

buenas propuestas que ayuden a mejorar el ambiente de salud laboral, misma que serán apoyados 

desde la misma banca Social, donde se permita un ambiente laboral, que permita una vida social y 
económicamente productiva. 

Artículo 114. La Secretaría de Salud del Ejecutivo federal y Estatal, deberá apoyarse desde la Banca 

Social Mexicana, para que este último a través de un consejo técnico, establezca recomendaciones de 

carácter económico laboral, para que se incentive la salud ocupacional, dando entrada a un elemento 
de prevención básica, que constituya una dimensión social del desarrollo sostenible. 

Artículo 115. La Secretaría de Salud del Ejecutivo Federal, Estatal y el empleador deberán vincular 

la transferencia tecnológica como impacto positivo en la salud de los trabajadores y conservación del 

entorno ambiental. 

Artículo 116. La Secretaría de Salud del Ejecutivo Federal, Estatal, deberá de coordinarse con la 

Secretaria el Trabajo y Previsión Social, además de empleadores, para establecer los criterios que la 

ley emana con relación a la edad promedio de la fuerza laboral y aumentar la tasa de participación de 

las mujeres en los empleos a través de la movilidad creciente, aumento del alfabetismo y el nivel de 

educación en la fuerza de trabajo con el fin de trabajar en una sinergia de crecimiento en la productiva 
económica. 

Artículo 117. La Secretaría de Salud del Ejecutivo federal y Estatal, deberá instrumentar mecanismos 

de prevención de factores psicológicos, que afecten a la productividad laboral, que estén encaminados 

a la eliminación de la sobre carga psicología y estrés, realizando modificaciones al ambiente y 
organización del trabajo. 

Artículo 118. El empleador y el trabajador deberán de trabajar en un clima de ambiente laboral de 

respeto, satisfactorio, saludable y seguro, para ser considerado un trabajador activo y productivo, ante 

la empresa, que esté libre de enfermedades ocupacionales y no ocupacionales, motivado para lograr 

su trabajo diario, experimentado en su satisfacción laboral y desarrollándose como trabajador e 
individuo. 

Capitulo II 

De la educación y apoyo empresarial 

Artículo 119. La Secretaría de Educación Pública del Ejecutivo federal y el empleador, deberán de 

promover la inversión en educación y capacitación, donde se generen proyectos que la propia Banca 

Social Mexicana pueda apoyar, presentando propuestas de mejorar a la actividad productiva, 

vinculado desde la educación, estar estrechamente ligadas a estrategias y programas de crecimiento, 
generando empleos con niveles educativos de oficios consolidados. 



Artículo 120. La Secretaría de Educación del Ejecutivo Federal, deberá de actualizar los sistemas y 

programas de educación laboral y brindar capacitación profesional y diseñar esquemas que faciliten 

la transición escuela-empleo; es decir, integrar la educación con el aprendizaje en el lugar de trabajo, 

apoyando con el tiempo que establezca el propia empleador, esto con el fin de que la empresa sea la 

que de pauta a las demandas de los nuevos empleos, que contribuyan al crecimiento económico 
armonizado. 

Artículo 121. La Secretaría de Educación del Ejecutivo Federal, deberá generar educación de calidad, 

para la vida y el trabajo, siendo el motor de la noción de “educación a lo largo de la vida” y que 

represente un camino importante para el desarrollo del individuo y de la sociedad, además de ser un 
medio para garantizar el aprovechamiento del conocimiento. 

Artículo 122. La Secretaría de Educación del Ejecutivo Federal, ejercerá atención a la población 

laboral, que no ingresa al nivel medio superior, para que se capacite y que desde las plataformas de 

la educación virtual, permita extender la oferta educativa a las regiones, mismas que el empleador, 

promocione aquellos empleados que carecen de servicios escolarizados, considerando para ello la 

educación abierta y a distancia; adecuar estas modalidades a los principios y criterios establecidos en 

los planes y programas de estudios de este nivel y garantizar su pertinencia pedagógica, tecnológica 

y de contenidos para que puedan consolidarse como opciones educativas válidas y de calidad, para la 
vida y el trabajo que demandan las empresas nacionales e internacionales. 

Artículo 123. La Secretaría de Educación del Ejecutivo Federal, deberá mejorar los lineamientos y 

que estos sean más sencillos para certificar las competencias docentes, será fundamental para 

conformar una planta académica de calidad. Para ello se deben establecer esquemas de evaluación 

docente que certifiquen competencias de educación laboral y que estas sean avaladas por la institución 

de conocer, se sugiere que las empresas con atención a sus áreas de recursos humanos de las empresas, 
tengan como objetivo contratar al personal certificado. 

Artículo 124. La Secretaría de Educación del Ejecutivo federal y el empleador deberán de contribuir 

a extender y arraigar una cultura de la planeación, de la evaluación y de la mejora continua de la 

calidad educativa en la empresa laboral, ya sea de carácter público o privado, donde se evalúe el 

desempeño tanto de del empleado, de las instituciones y de sus programas educativos, con el fin de 

que los empresarios conozcan más en lo referente a la capacitación para ejercer la productividad 
empresarial. 

Artículo 125. La Secretaría de Educación del Ejecutivo federal y el empleador, vincularan programas 

de educación de calidad que les permita consolidar su competitividad académica y de productividad 

empresarial, que impulse la labor técnica, para que los profesionales del trabajo puedan vincular su 

conocimiento y su fuerza laboral a ejercer mejores prácticas en las empresas, e inclusive puedan ser 

materia de intercambio para el desarrollo tecnológico entre empresas a fines. 

Artículo 126. El Sistema Educativo Nacional con el entorno laboral, deberá promover programas que 

basen sus temarios en principios y valores tales como la dignidad del ser humano, el bien común 

sobre los intereses particulares, la formación para la vida y el trabajo, la solidaridad, el liderazgo, el 

respeto, la creatividad y la innovación. 

Artículo 127. El Sistema Educativo Nacional, será formador y capacitador de las personas para 

empleos dignos y de alta productividad, en apoyo a la industria nacional dentro del contexto global, 
para contribuir a la mejora de la calidad de vida de la sociedad. 



Artículo 128. La Secretaría de Educación del Ejecutivo federal y el empleador, deberán incorporar 

nuevos conocimientos y competencias que permitan destacar en una economía cuyo principal reto es 

la constante innovación; es decir, la actualización permanente del conocimiento de las personas, vista 
como un nuevo esquema educativo durante toda la vida, y que esta se vuelva imprescindible. 

Artículo 129. El Modelo de Educación para la Vida y el Trabajo, del Instituto Nacional para la 

Educación de los Adultos, INEA, como diseño e instrumentación laboral, para promover la educación 
básica y contribuir a una sinergia del conocimiento para la aplicación en su medio laboral. 

Artículo 130. El INEA, a través de la Secretaría de Educación del Poder Ejecutivo, deberá velar por 

que las necesidades de aprendizaje de todos los jóvenes y adultos, satisfagan mediante un acceso 

equitativo a un aprendizaje adecuado y sea aplicado en las nuevas alternativas del empleador, que 
contribuyan con esquemas sólidos para mejorar le educación para la vida y el trabajo. 

Artículo 131. La Secretaría de Educación del Ejecutivo federal y el empleador, apoyaran en suprimir 

las disparidades entre los géneros en la enseñanza en relación con la educación, en particular 

garantizando a las jóvenes un acceso pleno y equitativo a una educación básica de buena calidad, así 

como un buen rendimiento para su fácil acceso a la incorporación laboral o a aquellos que ya están 
ejerciendo la vida laboral. 

Artículo 132. La Secretaría de Educación del Ejecutivo federal y el empleador, deberán aplicar 

políticas publicas adecuadas, proyectos vinculatorias con la Banca Social Mexicana, para aplicar los 

apoyos que esta ejerza, para aquellos que deseen certificarse en las competencias laborales, previa 

autorización de la empresa donde labora o de lo que se establezca en la propia convocatoria de la 

misma Banca de Desarrollo, en materia de educación. 

Capitulo III 

De la vivienda digna para todos 

Artículo 133. El Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores o dependencias 

afines al derecho a la vivienda integral, a un nivel de vida adecuado, que abarque el derecho de 

cualquier persona a tener acceso a un hogar y a una comunidad segura para vivir en paz, con dignidad 

y salud física y mental, tal como lo cita la Ley de Vivienda y que es reglamentaria del artículo 4o. de 

la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, mismo que será vinculatorio con la Banca 
Social Mexicana. 

Artículo 134. El Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, deberá contribuir 

a dar certeza a la vivienda, de conformidad al Artículo 2, de la Ley de Vivienda, el cual se considerará 

vivienda digna y decorosa la que cumpla con las disposiciones jurídicas aplicables en materia de 

asentamientos humanos y construcción, salubridad, cuente con espacios habitables y auxiliares, así 

como con los servicios básicos y brinde a sus ocupantes seguridad jurídica en cuanto a su propiedad 

o legítima posesión, y contemple criterios para la prevención de desastres y la protección física de 
sus ocupantes ante los elementos naturales potencialmente agresivos. 

Artículo 135. La Banca Social Mexicana, el El Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los 

Trabajadores, de conformidad al Artículo 3, de la Ley de Vivienda, a aplicar bajo principios de 

equidad e inclusión social de manera que toda persona, sin importar su origen étnico o nacional, el 

género, la edad, la discapacidad, la condición social o económica, las condiciones de salud, la religión, 

las opiniones, las preferencias o el estado civil pueda ejercer su derecho constitucional a la vivienda. 



Artículo 136. La Coordinación del programa estará a cargo de la Banca Social Mexicana y vinculado 

con el Instituto del Fondo Nacional de la Vivienda para los Trabajadores, para promover entre 

dependencias y entidades de la Administración Pública federal que lleven a cabo u otorguen 

financiamiento para programas o acciones de vivienda, como financiamiento a la coinversión del 

patrimonio, previo estudio por el área afín de la Banca de Desarrollo, quedando sujetos a las 
disposiciones de la Ley de Vivienda y demás ordenamientos que resulten aplicables. 

Artículo 137. Las trabajadores que opten por vivienda digna para todos, solo podrán ejercer ante esta 

Banca Social Mexicana financiamiento, con tasas preferenciales del 1 por ciento por arriba de la 

inflación, quienes podrán optar por recurrir a dichos créditos, serán los trabajadores de las empresas 

que estén tributando en el régimen de distribución del reparto equitativo de la riqueza, previo estudio 

socioeconómico, con el fin de que las áreas de planeación, evaluación y supervisión de la Banca 

Social, puedan apoyar con recursos excedentes que minimicen la carga de los créditos en coinversión 
de la vivienda. 

Artículo 138. La política nacional y los programas de vivienda, así como el conjunto de instrumentos 

y apoyos que señala el ordenamiento de la Ley de Vivienda, deberán de demostrar que cuentan con 

la seguridad jurídica de la vivienda siendo las siguientes: 

I. Seguridad jurídica en la tenencia de la tierra. 

II. Acceso a servicios, bienes públicos e infraestructura. 

III. Vivienda a precio accesible o con subsidios o financiaciones que garanticen costos compatibles 
con los niveles de ingresos. 

IV. Buenas condiciones de habitabilidad, respetando un tamaño mínimo, con protección frente al 

frío, calor, lluvia, viento u otras amenazas a la salud, riesgos estructurales y sensibilidad a 

enfermedades. 

V. Acceso preferente a la vivienda para grupos en situación de vulnerabilidad o discriminación. 

VI. Ubicación adecuada, con acceso a médicos y hospitales, escuelas, guarderías y transporte, en 
áreas urbanas o rurales. 

VII. Adecuación cultural, construida con materiales, estructuras y disposición espacial que 
viabilicen la expresión cultural y la diversidad de los distintos individuos y grupos que la habitan. 

Artículo 139. El Banco Social Mexicana, será materia de financiamiento a las personas de escasos 

recursos que contribuyan con un salario digno y podrán optar por los beneficios económicos, a una 

tasa preferencial que ayudará a mejorar la coinversión de una vivienda digna y decorosa con créditos 
sociales alcanzable sin fines de lucro. 

Artículo 140. De conformidad a los apartados que contribuyan a la adquisición de la vivienda 
familiar, conforme a los lineamientos reglamentarios a la Ley de Vivienda. 

Capítulo IV 

Del seguro de desempleo 



Artículo 141. El presente apartado deberá instruir y normar, la política pública, con respecto a la 

programación del seguro del desempleo en beneficio de las y los trabajadores que involuntariamente 
pierden su empleo formal en el territorio nacional. 

Artículo 142. El desempleo se tomará en cuenta cuando el trabajador por causas ajenas a su voluntad, 

deje o sea separado de su empleo formal con carácter temporal o definitivo, en la actividad que venía 

desarrollando y sea privado de su salario. 

Artículo 143. La aplicación del seguro de desempleo, estará validado por la Secretaría del Trabajo y 

Previsión Social y autorizado por el Consejo Directivo de la Banca Social Mexicana, mismo que este 
programa, estará subsidiado a cargo de la Banca Social. 

Artículo 144. Del beneficiario asalariado mayor de 18 años que haya perdido su empleo por causas 

ajenas a su voluntad, que resida en el territorio nacional, y cumpla con los requisitos previstos en esta 

ley, como es, que su empresa se encuentre tributando los beneficios del reparto de la riqueza, para 
acceder a los beneficios del Seguro de Desempleo. 

Artículo 145. El Consejo Directivo será el facultado en revisar en las bases de datos, en materia de 

entrega de los recursos, programar, dirigir y ejecutar el Seguro de Desempleo en el territorio nacional, 

será de conformidad a la disposición de recursos y solo se apoyará con el 50 por ciento, del último 

salario, devengando de común acuerdo, hasta por 6 meses, con base al tabulador cotizado ante el 

Instituto Mexicano del Seguro Social, por lo que la Banca Social Mexicana deberá ejercer una 

vinculación, previo convenio de colaborar administrativa con el propio Instituto Mexicano del Seguro 
Social. 

Artículo 146. El desempleado, no podrá optar por un segundo periodo de seguro de desempleo, hasta 

después de un término de un periodo de 3 años. 

Artículo 147. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social, deberá promover la generación de nuevas 
fuentes de empleo y consolidar las existentes en el territorio nacional. 

Artículo 148. La Secretaría del Trabajo y Previsión Social, promoverá y observara que los programas 

y acciones de capacitación local y/o de regulación federal fortalezcan y eleven la calidad y 

productividad de la fuerza de trabajo y economía del territorio nacional. 

Artículo 149. La coordinación entre la Secretaría de Desarrollo Económico, la Secretaría del Trabajo 

y Previsión Social, con las Autoridades Federales y las demás áreas competentes en la 

implementación de estrategias públicas, programas y actividades de protección, promoción y fomento 

del empleo, será materia de ordenamiento para que se lleve a cabo la productividad empresarial, a 

través de una mejora salarial, que será vinculatoria con la propia Banca Social Mexicana para analizar 
diversas investigación en materia de empleo. 

Artículo 150. La Banca Social Mexicana, La Secretaría del Trabajo y Previsión Social, la Secretaría 

de Económica y las demás entidades que formen parte de este vínculo de promoción laboral, deberán 

de ffomentar una cultura emprendedora entre las clases, grupos y personas más desprotegidos y 

vulnerables de la sociedad a fin de que accedan a mejores niveles de bienestar, a través de programas 
y acciones de carácter laboral, económico y educativo de contenido social. 

Artículo 151. La coordinación en materia de promoción con la Banca Social Mexicana, propiciando 

de manera regulada con las dependencias de la Secretaría del Trabajo y Previsión Social, con la 



Secretaría de Economía, y las demás áreas competentes para atraer al territorio nacional, inversiones 

extranjeras, con mayor responsabilidad social, a través de una política competitiva de incentivos para 
la inversión, que promueva la generación de empleos. 

Artículo 152. El fortalecimiento en los sectores público, privado y social, así como el fomento 

cooperativo, para que ayuden a generar el empleo, mediante el establecimiento de programas y 

acciones de apoyo empresarial, vinculación, distribución y comercialización de los bienes y servicios 

que produzcan, así como la proveeduría de sus productos a las estructuras de carácter empresarial y 
de la administración pública en los diversos órdenes del gobierno. 

Artículo 153. De conformidad al Capítulo del Seguro de Desempleo, las condiciones no previstas, 

deberán ser analizadas por el Consejo Directivo de la Banca Social Mexicana, si se tratara de los 

pagos a beneficiados, y de los demás preceptos que no hayan sido previstos, que serán sesionados por 
Comité de Administración en materia salarial. 

Capítulo V 

De la incubación social de proyectos 

Artículo 154. La Incubadora Social de Proyectos será el modelo de trabajo orientado a apoyar 

iniciativas sociales de comunidades y de los universitarios, a partir del acompañamiento formativo, 

el apoyo financiero y en el concepto de incubación social, que refiere a un proceso por el cual una 

organización especializada brinda contención y soporte, asistencia técnica y servicios varios para el 

proceso de creación y desarrollo de otra organización social, típicamente impulsada por personas 
emprendedoras. 

Artículo 155. Las incubadoras sociales, como esquemas asociados, donde personas de diferentes 

edades e ingresos restringidos pueden capacitarse y recibir asesoría, tanto en línea como de manera 

presencial, con programas en distintas áreas, con el fin de estudiar, realizar, ejecutar su proyecto 
social, con altos beneficios económicos que contribuyan en forma grupal y en sociedad en general. 

Artículo 156. La vinculación entre las instituciones del emprendimiento, será de trascendencia, 

promoviéndolos desde la banca social e inclusive participándoles de los financiamientos cuando el 

capital semilla está fundado y motivado, dando oportunidad para que los jóvenes, los nuevos 

profesionistas tomen conciencia de la situación actual del país y asuman el rol de generadores de 
cambios en las áreas que identifiquen la priorización de los proyectos con responsabilidad social. 

Artículo 157. De la profesionalización del trabajo social desde el nivel bachillerato y universitario, 

para que con la certificación de las competencias laborales de conocer, se logre el objetivo de ayudar 

a ampliar el conocimiento en las comunidades de las regiones, aplicando el programa desde el nivel 
primario, secundario y el comunitario. 

Artículo 158. De la concientización del emprendedor, a través de la realización de programas y 

acciones que desarrollen competencias ciudadanas y actitudes pro-sociales y la contribución al 

desarrollo social, económico y educativo en beneficio de comunidades de escasos recursos, con el fin 

de realizar sus proyectos y llevarlos a realizarlos para que generen crecimiento económico 

armonizado. 

Artículo 159. Los modelos de servicio social igualitario, deberán de apoyarse desde la universidad y 

que estos presenten proyectos que desde la incubadora social logren la obtención de incentivos 

económicos, para que los estudiantes de las universidades y carreras técnicas, contribuyan al trabajo 



de mejores prácticas y que ayuden con el conocimiento adquirido motivados por una remuneración 

de un proyecto viable. 

Artículo 160. Concientizar a los alumnos sobre la realidad social de su comunidad, a través de su 

participación en el proyecto dentro de la Incubadora Social, buscando que el proyecto genere 

impactos positivos en el desarrollo social, económico y educativo de las personas a quien se les brinda 

apoyo de asesoría. 

Artículo 161. Del desarrollo del conocimiento de los alumnos, a través de actitudes y habilidades de 

respeto a las personas y su entorno, solidaridad y responsabilidad cívica, así como la aplicación y 

transferencia de conocimientos, para que lo aprendido sea materia viviente a las nuevas generaciones 

de edad adulta. 

Artículo 162. De la profesionalización de los procesos productivos y administrativos de las 

microempresas que se encuentren inscritas en la Incubadora Social de la Banca Social Mexicana, por 

medio de asesorías presenciales en temas de negocios, buscando el desarrollo y crecimiento de las 

microempresas, del fomento cooperativo y fomentando la transferencia de conocimientos y el 
compromiso de solidaridad con la comunidad. 

Artículo 163. De la formación ciudadana de los alumnos, mediante el fomento del trabajo solidario 

para el mejoramiento educativo, promoviendo el cooperativismo social en los niños de nivel primaria 

inscritos en el proyecto, con el fin de incrementar el desempeño del niño en las materias de 

matemáticas y español, mejorando su nivel académico, a través de asesorías, impartidas por los 
prestadores de servicio social. 

Artículo 164. Del desempeño académico, contribuyendo desde la niñez de diferentes primarias que 

acudan a la labor de la Incubadora Social, recibiendo asesoría por parte de los prestadores del Servicio 

Social, buscando sensibilizar a nuestros alumnos sobre la realidad social y que desde el nivel básico 
se ejerza el nuevo conocimiento con responsabilidad social. 

Artículo 165. De las reglas de operación de la incubadora social, desde el Consejo Directivo de la 

Banca Social Mexicana, para que se favorezca la generación del banco de proyectos, siendo el capital 

semilla que deberá validarse con los criterios de beneficios – costos y así obtener los ingresos vía 
financiamiento que establezca el Consejo Directivo de la Banca Social. 

Artículo 166. Del fomento a la participación social de las y los estudiantes por medio de la generación 

de espacios de encuentros interdisciplinarios y de saberes académicos, estudiantiles y comunitarios, 

en torno al trabajo por una mayor justicia social. Donde se aplique una materia universitaria que 
atienda la disciplina de los proyectos sociales, promovido desde el cooperativismo social. 

Artículo 167. De las jornadas de Investigadores sobre Aprendizaje-Servicio cooperativista, dando 

inicio con los estudiantes, para que la iniciativa responda a un diagnóstico comunitario o, al menos, 

a una necesidad identificada por estudios oficiales. 

Artículo 168. Del modelo de Incubadora de Proyectos Sociales, por medio del financiamiento, 

asesoramiento, formación y seguimiento de los grupos de investigación, vinculado con grupos 

estudiantiles seleccionados para llevar a cabo los proyectos patrocinados, permitiendo la 

intermediación universitaria en procesos de desarrollo humano y social. 



Título Sexto 

De las Sanciones, Delitos y Notificaciones 

Capítulo I 

De las sanciones administrativas y correctivas 

Artículo 169. El incumplimiento o la violación a las normas de la presente Ley, las disposiciones que 

emanen de ella, serán sancionadas con multas o con la reposición de los apoyos y financiamientos 

otorgados, previa dictaminen del Consejo Directivo. 

Artículo 170. Corresponderá al comité de sanciones, la imposición de sanciones, la que podrá delegar 

esta atribución en el presidente a través del área jurídica y los demás en los servidores públicos de la 

misma, en razón de la naturaleza de la infracción o del monto de las multas y tendrá así mismo la 

facultad indelegable de condonar, en su caso, total o parcialmente las multas impuestas. 

Artículo 171. Las infracciones a esta ley o a las disposiciones que sean emitidas por Banca Social 

Mexicana, deberán ser sancionadas por el Comité de Sanciones, siendo multas administrativas o 

denuncias penales que impondrá la misma, a través del Comité de Sanciones, basado en la Ley de 

Fiscalización Superior y Rendición de Cuentas, y de las mismas sanciones de forma adherente por el 
Sistema Anticorrupción, establecidas en la Comisión de Vigilancia. 

I. Multa del 5 por ciento del valor total del proyecto, en caso de no realizarse, además deberá 

regresar el 100 por ciento del apoyo, subsidio o financiamiento con una tasa de interés establecida 

en el presente contrato o convenio firmado de común acuerdo por las partes beneficiadas que 
recibieron el crédito siendo persona física o moral. 

II. Cuando por circunstancias ajenas, por terceras personas no se realizaron los proyectos, este 

deberá de notificarse y rembolsar el préstamo o financiamiento que se le otorgó para alguna 

inversión, equipamiento, maquinaria entre otros. 

III. Las personas físicas, morales y sociedades financieras populares, las cooperativas de fomento 

económico, fundaciones, entes públicos que proporcionen, en forma dolosa, información falsa, 

imprecisa o incompleta a las autoridades financieras, que tenga como consecuencia que no se 

refleje su verdadera situación financiera, administrativa, económica o jurídica, siempre y cuando 

se compruebe que el director general o algún miembro del Consejo de Administración de la 

Sociedad correspondiente tuvo conocimiento de tal acto, esta deberá ser sancionada conforme a la 
Ley de Fiscalización Superior y de lo que establezca el sistema anticorrupción. 

IV. Las personas físicas, morales y sociedades financieras populares, de las de fomento 

cooperativo, fundaciones, entes públicos que no cumplan con cualquiera de las medidas correctivas 

que se establezcan dentro del apartado de la comisión de vigilancia será materia de sanción, 
conforme a la Ley de Fiscalización Superior y de lo que establezca el sistema anticorrupción. 

V. En caso de que alguna de las infracciones contenidas en este artículo generen un daño 

patrimonial o un beneficio, se podrá imponer la sanción que corresponda adicionando a la misma 

hasta un monto del 100 por ciento equivalente a dicho daño o al beneficio obtenido por el infractor, 

lo que resulte mayor. Se entenderá por beneficio la ganancia obtenida o la pérdida evitada para sí 

o para un tercero. 



VI. El comité de sanciones, podrá abstenerse de sancionar a personas físicas, morales y sociedades 

financieras populares, de las de fomento cooperativo, fundaciones, entes públicos ,siempre y 

cuando se justifique la causa de tal abstención de acuerdo con los lineamientos que para tales 

efectos emita el Comité de Sanciones, cuando se reúna la propia Comisión de Vigilancia y se 

refieran a hechos, actos u omisiones que no revistan gravedad, no exista reincidencia, no se cuente 

con elementos que permitan demostrar que se afecten los intereses de terceros o del propio sistema 
de la banca social mexicana y no constituyan delito. 

Artículo 172. Las partes sujetas a estos procedimientos de sanciones administrativas estarán 

reguladas y serán incluyentes las siguientes fracciones: 

I. Un proyecto sin garantía soberana o financiado por la Banca Social Mexicana o cualquier parte 

que participe siempre que se trate de contrapartes contractuales directas de la Banca Social 

Mexicana, incluidas los prestatarios, patrocinadores partes garantizadas, beneficiarios directos de 

garantías y compañías receptoras de inversiones. 

II. De la práctica corrupta, consiste en ofrecer, dar, recibir o solicitar, directa o indirectamente, 
cualquier cosa de valor para influenciar indebidamente las acciones de otra parte. 

III. De la práctica fraudulenta, es cualquier acto u omisión, incluida la tergiversación de hechos y 

circunstancias, que deliberada o imprudentemente engañen, o intenten engañar, a alguna parte para 

obtener un beneficio financiero o de otra índole, o para evadir una obligación. 

IV. De la práctica coercitiva, que consiste en perjudicar o causar daño, o amenazar con perjudicar 

o causar daño, directa o indirectamente, a cualquier parte o a sus bienes para influenciar 
indebidamente las acciones de una parte. 

V. Sobre la práctica colusoria, es un acuerdo entre dos o más partes realizado con la intención de 

alcanzar un propósito inapropiado, incluido influenciar en forma inapropiada las acciones de otra 
parte. 

VI. Sobre la práctica obstructiva, consiste en destruir, falsificar, alterar u ocultar deliberadamente 

evidencia significativa para la investigación o realizar declaraciones falsas ante los investigadores 

con el fin de impedir materialmente una investigación de la Banca Social Mexicana, sobre 

denuncias de una práctica corrupta, fraudulenta, coercitiva o colusoria; y/o amenazar, hostigar o 

intimidar a cualquier parte para impedir que divulgue su conocimiento de asuntos que son 

importantes para la investigación o que prosiga la investigación, o actos realizados con la intención 

de impedir materialmente el ejercicio de los derechos contractuales de la Banca Social Mexicana, 
a auditar o acceder a información. 

Artículo 173. De acuerdo con los procedimientos internos, el Presidente del Banco Social Mexicano 

nombrará a un Oficial de Sanciones para ejercer el cargo según lo dispuesto en estos Procedimientos. 

El oficial de Sanciones no será miembro del Comité de Sanciones, el oficial de Sanciones podrá: 

desestimar los cargos o proceder con la expedición de una notificación de acción administrativa de 
conformidad con lo previsto a lo que apruebe el consejo directivo. 

Artículo 174. Del oficial de Sanciones, que determinara que el Pliego de Cargos, por preponderancia 

de la prueba, sustenta un hallazgo de que el Investigado incurrió en una Práctica Prohibida y el cargo 

fue presentado al oficial de Sanciones dentro del plazo preceptuado, deberá preparar una notificación, 



remitir dicha notificación al Investigado y notificar por escrito al Comité de Sanciones, para luego 

ejercer la notificación para iniciar el procedimiento administrativo de ejecución. 

Artículo 175. El investigado podrá presentar materiales escritos al oficial de Sanciones, incluyendo 

argumentos y pruebas en respuesta a la Notificación, dentro de un plazo de sesenta 60 días siguientes 

a la entrega de la Notificación. Si no se recibe respuesta dentro de ese plazo de sesenta 60 días 

calendario, el Oficial de Sanciones emitirá una determinación de conformidad a lo que establezca el 
Comité de Sanciones. 

Artículo 176. Del Oficial de Sanciones, cuando determine que no cabe concluir que el Investigado 

incurrió en una Práctica Prohibida, conforme a la preponderancia de la prueba, el Oficial de Sanciones 

preparará una determinación en que hará constar sus hallazgos, desestimará los cargos y pondrá fin a 
los procedimientos correspondientes previstos en estos procedimientos de sanciones. 

Artículo 177. De los conflictos de Interés. En relación con la disposición de casos, el oficial de 

Sanciones estará sujeto a las mismas disposiciones en materia de conflictos de interés, recusación y 

otros empleos que las que son aplicables a los miembros del Comité de Sanciones. 

Artículo 178. Del Investigado, cuando haya incurrió en una Práctica Prohibida, el Oficial de 

Sanciones o el Comité, según corresponda, podrá imponer una Sanción o una combinación de 
Sanciones según lo establezca el propio Comité de Sanciones. 

Artículo 179. Del oficial de Sanciones o el Comité de Sanciones, según corresponda, podrá imponer 

otras Sanciones que considere apropiadas, incluidas, pero sin estar limitadas a, la restitución de fondos 

y la imposición de multas que representen un reembolso de los costos vinculados con las 
investigaciones y actuaciones contempladas en la presente Ley. 

Artículo 180. De las sanciones aquí previstas serán independientes y sin perjuicio del 

reconocimiento, por la Banca Social Mexicana, de las sanciones de otras instituciones, de la decisión 

de otras instituciones de reconocer Sanciones de la Banca Social Mexicana, o de la toma de 

cualesquiera otras medidas, incluyendo la aprobación de cualesquiera otras políticas, por parte de la 

Banca Social Mexicana, relacionadas con adquisiciones y/o con la elegibilidad de contrapartes de 
participar en actividades financiadas por el Banco Social Mexicano. 

Artículo 181. De los factores considerados en la selección de las sanciones, el oficial de Sanciones y 
el Comité de Sanciones, podrán considerar los siguientes factores: 

I. La magnitud y gravedad de las acciones del investigado. 

II. La conducta anterior del investigado con respecto a una práctica prohibida. 

III. La magnitud de las pérdidas causadas por el Investigado. 

IV. Los daños causados por el investigado a las operaciones del grupo del banco, incluida la 
credibilidad en el proceso de adquisiciones. 

V. La naturaleza de la participación del investigado en la práctica prohibida. 

VI. Cualquier circunstancia atenuante, incluida la implementación de programas de prevención e 

identificación del fraude o la corrupción, u otras medidas correctivas tomadas por el Investigado. 



VII. El hecho de que el Investigado admita su culpabilidad o colabore en el proceso de 

investigación. 

VIII. Cualquier otro factor que el oficial de Sanciones o el Comité considere pertinente. 

IX. Fecha en que se hace efectiva la sanción. Una sanción impuesta por el oficial de Sanciones se 

hará efectiva al expirar el plazo disponible para presentar una apelación ante del Comité de 

Sanciones, en caso de que tal apelación no haya sido presentada. Una sanción impuesta por el 

Comité se hará efectiva una vez notificada al Investigado por el Consejo de Vigilancia. 

Artículo 182. Del investigado, que no tendrá derecho de conocer la identidad de ninguna persona que 

haya proporcionado información a la Banca Social Mexicana y haya solicitado específicamente que 
su identidad no sea revelado al investigado. 

Artículo 183. Sobre los asesores del Comité de Sanciones, tendrán la autoridad para contratar los 

servicios de asesores legales y de otros expertos que le asistan en sus deliberaciones. Cuando el 

Comité de Sanciones, decida hacerlo, todas las comunicaciones con dichos asesores o expertos 
deberán ser consideradas privilegiadas y estarán exentas de ser reveladas. 

Artículo 184. Sobre el expediente, que será considerado por el oficial de Sanciones deberá contener 

lo siguiente: 

I. La notificación. 

II. La repuesta del investigado. 

III. La documentación adicional según lo establecido en el expediente que haya de considerar el 

Consejo de Vigilancia, deberá incluir esos documentos, y asimismo, la apelación, el expediente 

será confidencial y no será divulgado, salvo lo previsto expresamente en los procedimientos que 

dicte el Consejo de Vigilancia. 

IV. El oficial de Sanciones o de una decisión del Comité de Sanciones, podrá nueva evidencia, 

junto con una explicación breve sobre la importancia de la misma, que el oficial de Sanciones o el 

Comité podrá, a su discreción, considerar. El oficial de Sanciones y el Comité podrán también 

solicitar aclaraciones y evidencia adicional al Investigado, autorizar al Investigado a presentar 

argumentos y pruebas adicionales en respuesta a cualquier documento presentado por la otra parte 

según lo establecido en estos Procedimientos, en la forma y tiempo que el Oficial de Sanciones o 

el Comité determinen razonablemente. Asimismo, previo a una Determinación o Decisión, el 

Oficial de Sanciones y el Comité deberán tener acceso al contenido del Expediente de cualquier 

procedimiento relacionado u otro caso ante el Oficial de Sanciones o el Comité que involucre al 
mismo Investigado. 

V. Sobre las prórrogas de plazos. Cuando se solicite y demuestre una causa fundada, el Oficial de 

Sanciones y el Presidente del Comité podrán, a su discreción, conceder prórrogas razonables de 

los plazos establecidos en el presente documento. Las partes no tienen derecho a la prórroga de 
ningún plazo. 

VI. Sobre la suspensión temporal, de acuerdo con lo establecido a continuación, el oficial de 

Sanciones puede suspender temporalmente la elegibilidad de una parte para participar o ser 



adjudicataria de contratos adicionales para proyectos hasta que se hayan concluido los 

procedimientos previstos. 

VII. Para imponer una suspensión temporal, el oficial de Sanciones debe encontrar, en consulta 

con el presidente del comité, que la adjudicación de contratos a la parte de que se trate o la 

participación de ésta en proyectos adicionales podría causar un daño significativo a la Banca Social 

Mexicana o a un Proyecto financiado por la Banca Social Mexicana, y que ha ofrecido pruebas 
sustanciales que respalden una alegación de ocurrencia de una Práctica Prohibida. 

VIII. En caso de una suspensión temporal, el oficial de Sanciones debe enviar una notificación 

escrita a la parte de que se trate, y dicha Notificación de Suspensión Temporal deberá contener la 

respectiva recomendación de la Suspensión Temporal. 

IX. La suspensión temporal tendrá efecto inmediato una vez entregada la notificación de la 

suspensión temporal. No obstante, la parte que haya sido objeto de una suspensión temporal podrá, 

dentro del término de 30 días contados a partir de esa dicha entrega, presentar al oficial de 

Sanciones una solicitud de reconsideración de la Suspensión Temporal, incluidos sus fundamentos 

y pruebas de respaldo de dicha solicitud, el Oficial de Sanciones deberá emitir una determinación 

final en respuesta a la Solicitud de Reconsideración, en consulta con el Presidente del Comité, con 

notificación escrita a la parte involucrada y la Suspensión Temporal se mantendrá en efecto hasta 
que se adopte esa determinación final. 

Artículo 185. Sobre el procedimiento que será adoptado para guiar el ejercicio de discrecionalidad 

por parte del Banco Social Mexicano, sin que ello implique que los mismos confieren ninguna clase 

de derechos o privilegios a ninguna parte. El Banco Social Mexicano se reserva el derecho de 

modificar, complementar o revisar estos procedimientos, con o sin previo aviso. Asimismo, los 

miembros del Banco Social Mexicano, podrán adaptar, modificar, renunciar, suspender o poner 

término a estos procedimientos, temporalmente a cualquier parte de ser elegible para la adjudicación 

de contratos, en casos especiales en que las circunstancias lo justifiquen en cualquier momento, sin 
previo aviso. 

Capítulo II 

Del Comité de Sanciones 

Artículo 186. El Comité de Sanciones, regirá al Comité de la Banca Social Mexicana. 

Artículo 187. El Comité analizará las denuncias de Prácticas Prohibidas, adoptará decisiones y 

cumplirá otras funciones y responsabilidades según lo dispuesto en los Procedimientos de Sanciones 

de la Banca Social Mexicana, en los términos definidos utilizados en los Procedimientos de Sanciones 
tendrán el mismo significado que en este Estatuto. 

Artículo 188. El Comité estará conformado por cinco miembros, todos los miembros deberán poseer 

la experiencia profesional e integridad necesaria para estar habilitados como Miembros, de la cual 

estarán conformados de la siguiente manera: tres miembros del comité serán nombrados por el 

presidente del Banco Social Mexicano, 1 por el Consejo Ciudadano y otro por el Consejo Coordinador 

Empresarial. 

Artículo 189. De los miembros externos tanto del Consejo Ciudadano y el del Consejo Coordinador 

Empresarial, no deberán ejercer actualmente ningún nombramiento como empleado de la Banca 
Social Mexicana. 



Artículo 190. De los miembros externos ejercerán su cargo por períodos de hasta cinco años, 

renovables por una vez. Los miembros internos ejercerán su cargo por períodos de hasta tres años, 

renovables por una vez. Si un miembro renunciara al comité antes del final de su período, el 

Presidente del Banco Social Mexicano podrá nombrar a un sucesor para que complete el período. Ese 

sucesor será elegible para un nombramiento por un período adicional. 

Artículo 191. Del presidente de la Banca Social Mexicana, designará a un presidente y un 
vicepresidente entre los miembros del comité. 

Artículo 192. Del presidente del comité que dirigirá el trabajo del comité, representará al comité en 

todos los asuntos administrativos, asignará planes, programas y presidirá todas las sesiones del comité 

en pleno, si el presidente del comité no pudiera actuar o asistir a una sesión del comité en pleno, el 
vicepresidente actuará en calidad de presidente. 

Artículo 193. Para ejercer las funciones el Comité en pleno, se requerirá la presencia de al menos 
tres miembros, incluyendo como mínimo un miembro interno, así como de los miembros externos. 

Artículo 194. El presidente del comité podrá convocar a una sesión de todos los miembros cuando, 

en su opinión, la complejidad del caso requiera de dicha sesión o cuando sea necesario para tratar un 

asunto que afecte el funcionamiento del comité o cualquier otro tema que requiera de consideración 
por el comité en pleno. 

Artículo 195. Del presidente del comité, cuando considere que un caso o casos en particular 

involucran circunstancias excepcionales que ameritan consideración por el comité en pleno, el 

presidente designará a un panel compuesto por los miembros externos y deban estar los tres Miembros 

Internos, para que conozca y determine cada caso de conformidad con los procedimientos de 

sanciones. 

Artículo 196. Del requerimiento de la presencia de los tres miembros del panel para constituir el 
quórum del panel. 

Artículo 197. El presidente del comité organizará el programa de trabajo que será sometido a consulta 
con sus Miembros y programará las reuniones conforme sea necesario. 

Artículo 198. De la remuneración de los miembros externos y los gastos del comité estarán a cargo 

del Banco Social Mexicano. 

Artículo 199. Del comité y los miembros, cuando celebrarán sus sesiones en la oficina principal del 

Banco Social Mexicano, salvo que el presidente del comité según corresponda, considere que para el 
desarrollo eficiente de las actuaciones se requiere realizar las sesiones en otro lugar. 

Artículo 200. De las audiencias del comité y las reuniones tendrán la forma de procedimientos orales. 

Cualquier miembro o miembros del comité o de un panel podrán participar en una reunión del comité 

por medio de un equipo de conferencia telefónica o equipos de comunicaciones similares que 
permitan a las personas que participan en la reunión escucharse entre sí en forma simultánea. 

Artículo 201. De los procedimientos del comité, incluidas las audiencias y deliberaciones del comité 

o del panel respectivo, según corresponda, serán confidenciales y no estarán abiertos al público, 

teniendo los siguientes derechos y obligaciones: 



I. Cada miembro tendrá un voto de igual calidad, ya sea actuando en el comité en pleno o en un 

panel. 

II. Las decisiones del comité en pleno se adoptarán por los votos favorables de al menos tres 

Miembros, incluyendo una equidad tanto de los Miembros Internos como de los Miembros 
Externos. 

III. Al tomar decisiones, todos los miembros actuarán en forma independiente y no responderán 

ante, ni recibirán instrucciones de, la administración del Banco Social Mexicano. 

IV. Si un miembro o un familiar inmediato posee algún interés personal, incluido un interés 

financiero, un empleo u otra afiliación, en cualquier asunto que esté bajo consideración del Comité, 

dicho miembro informará al Secretario Ejecutivo del Comité lo antes posible al tomar 

conocimiento del conflicto y no participará en la consideración del mismo. 

V. Para los efectos de esta disposición, el término familiar inmediato, significará un cónyuge, 
pareja de hecho, hijo(a), padre o madre, suegro(a) o hermano(a). 

VI. Un miembro estará inhabilitado para actuar como abogado, agente o representante de cualquier 

investigado en un procedimiento de sanciones ante el comité durante un plazo de dos (2) años 

contado a partir del final del período de ejercicio de dicho miembro. 

VII. Los miembros externos no aceptarán un empleo del Banco Social Mexicano, ya que sus 
servicios serán por trabajos devengados. 

VIII. Un miembro deberá respetar la confidencialidad y el carácter sensible de toda la información 

a la cual tenga acceso en su calidad de miembro del comité, y no utilizará ni divulgará a terceros 

ninguna información obtenida como consecuencia de su calidad de miembro del comité, salvo en 

la medida en que dicha información también sea divulgada públicamente por el Banco Social 
Mexicano y no por él. 

Capítulo III 

De los delitos 

Artículo 202. De los sancionados, con prisión de dos a diez años y multas desde el 20 por ciento del 

quebranto hasta el 100 por ciento del mismo, a los consejeros, directores o gerentes generales y demás 

directivos o empleados, comisarios o auditores externos del Banco Social Mexicano o quienes 
intervengan directamente en la operación de acuerdo a los siguientes: 

I. Que omitan u ordenen omitir registrar operaciones efectuadas ante el Banco de créditos, 

inversiones o subsidios, según se trate el programa o que alteren u ordenen alterar los registros 

para ocultar la verdadera naturaleza de las operaciones realizadas, afectando la composición de 
activos, pasivos, cuentas contingentes o resultados. 

II. Presenten a la Comisión de Vigilancia, datos, informes o documentos falsos o alterados sobre 

la solvencia del deudor o sobre el valor de las garantías que protegen los créditos. 

III. Destruyan u ordenen que se destruyan total o parcialmente, los sistemas o registros contables 

o la documentación soporte que dé origen a los asientos contables respectivos, con anterioridad al 
vencimiento de los plazos legales de conservación. 



IV. Destruyan u ordenen que se destruyan total o parcialmente, información, documentos o 

archivos, incluso electrónicos, con el propósito de impedir u obstruir los actos de inspección y 
vigilancia de la Comisión de Vigilancia. 

V. Que proporcionen o permitan que se incluyan datos falsos en los documentos, informes, 

dictámenes, opiniones, estudios o calificación crediticia, que deban presentarse a la Comisión de 

Vigilancia. 

VI. Que conociendo la falsedad sobre el monto de los activos o pasivos, concedan el préstamo o 

crédito, y conociendo los vicios, si el monto de la alteración hubiere sido determinante para 
concederlo. 

Artículo 203. Del quebranto de las operaciones se sancionará con los siguientes lineamientos: 

I. Cuando el monto de la operación, quebranto o perjuicio patrimonial, según corresponda, exceda 

de dos mil y no de cincuenta mil días de salario, se sancionará con prisión de dos a cinco años y 
multa de dos mil a cincuenta mil días de salario. 

II. Cuando el monto de la operación, quebranto o perjuicio patrimonial, según corresponda, exceda 

de cincuenta mil, pero no de trescientos cincuenta mil días de salario, se sancionará con prisión de 

cinco a ocho años y multa de cincuenta mil a doscientos cincuenta mil días de salario. 

III. Cuando el monto de la operación, quebranto o perjuicio patrimonial, según corresponda, 

exceda de trescientos cincuenta mil días de salario, se sancionará con prisión de ocho a quince años 
y multa de doscientos cincuenta mil a trescientos cincuenta mil días de salario. 

Artículo 204. De los montos de la operación, quebranto o perjuicio patrimonial, las sanciones 

previstas en este artículo se impondrán a: 

I. Las personas que con el propósito de obtener un préstamo o crédito, o de celebrar un contrato de 

arrendamiento financiero o de factoraje financiero proporcionen a una Sociedad u organismo, datos 

falsos sobre el monto de activos o pasivos de una entidad o persona física o moral, si como 

consecuencia de ello resulta quebranto o perjuicio patrimonial para la Banca Social Mexicana. 

II. Serán sancionados hasta en una mitad más de las penas previstas en este artículo, aquellos 

funcionarios, empleados, prestadores de servicios, comisionistas o comisionistas de terceros que 

participen en la solicitud o trámite para el otorgamiento del crédito, y conozcan la falsedad de los 

datos sobre los montos de los activos o pasivos de los acreditados, o que directa o indirectamente 

alteren o sustituyan la información mencionada, para ocultar los datos reales sobre dichos activos 
o pasivos. 

III. Los consejeros, directivos, funcionarios, empleados o quienes intervengan directamente en la 

operación que, falsifiquen, alteren, simulen o a sabiendas realicen operaciones que resulten en 

quebranto o perjuicio al patrimonio de la Banca Social Mexicana. 

IV. Se considerarán comprendidos dentro de lo dispuesto en el párrafo anterior y, 

consecuentemente, sujetos a iguales sanciones, los consejeros, directivos, funcionarios o 

empleados de las sociedades y organismos o quienes intervengan directamente en las operaciones 

propias del objeto social de las sociedades y organismos con personas físicas o morales cuyo estado 

de insolvencia les sea conocido, si resulta previsible al realizar la operación que carecen de 



capacidad económica para pagar o responder por el importe de las operaciones realizadas que 

resulten en quebranto o perjuicio al patrimonio de la Banca Social Mexicana de que se trate. 

V. Renueven préstamos, créditos o contratos de arrendamiento financiero, vencidos parcial o 
totalmente a las personas físicas o morales a que se refiere el inciso anterior. 

VI. Que a sabiendas, permitan a un deudor desviar el importe del crédito, préstamo o bien 

arrendado en beneficio de terceros, reduciendo notoriamente su capacidad para pagar o responder 

por el importe de su obligación y, como consecuencia de ello, resulte quebranto o perjuicio 
patrimonial a la Sociedad u organismo. 

VII. Las personas que para obtener préstamos o créditos o con el fin de celebrar contratos de 

arrendamiento financiero o de factoraje financiero, presenten avalúos que no correspondan a la 

realidad, de manera que el valor real de los bienes que se ofrecen en garantía sea inferior al importe 

del crédito o préstamo, bienes en arrendamiento o derechos del crédito, resultando quebranto o 
perjuicio patrimonial para la Banca Social Mexicana. 

VIII. Los deudores que no destinen el importe del préstamo o crédito a los fines pactados, y como 

consecuencia de ello resulte quebranto o perjuicio patrimonial a la Banca Social Mexicana. 

Artículo 205. De los consejeros, directores o gerentes generales y demás directivos, funcionarios y 

empleados de las sociedades y organismos, o quienes intervengan directamente en la operación, que 

con independencia de los cargos o intereses fijados por la Banca Social Mexicana, hayan obtenido de 

los sujetos de préstamo o crédito o de operaciones con divisas, beneficios por su participación en el 

trámite u otorgamiento del crédito, de los bienes objeto del arrendamiento, del contrato de factoraje 

o de operaciones con divisas, serán sancionados con pena de prisión de tres meses a tres años y con 

multa de treinta a quinientos días de salario cuando el beneficio no sea viable. 

Artículo 206. De los consejeros, directores o gerentes generales y demás directivos, funcionarios, 

comisarios, empleados, socios, prestadores de servicios o comisionistas que inciten u ordenen a 

directivos, empleados o a quien ostente un cargo o comisión de la Banca Social Mexicana, a la 

comisión de los delitos, serán sancionados hasta con la separación del carga y pagar al 100 por ciento 
el quebranto del préstamo otorgado, generando daño patrimonial a la Banca Social Mexicana. 

Artículo 207. De las sanciones con penas de prisión de tres a quince años y multa hasta de cien mil 

días de salario, las personas físicas, consejeros, directivos, funcionarios o administradores de personas 

morales que lleven a cabo operaciones reservadas para otros fines y que se demuestra que fue 

financiamiento canalizado a otros fines. 

Capítulo IV 

De las notificaciones 

Artículo 208. De las notificaciones de los requerimientos, visitas de inspección ordinarias y 

especiales, medidas cautelares, solicitudes de información y documentación, citatorios, 

emplazamientos, resoluciones de imposición de sanciones administrativas o de cualquier acto que 

ponga fin a los procedimientos de suspensión, revocación de autorizaciones a que se refiere la 
presente Ley, mismas que podrán informarse a través de los siguientes medios: 

I. Mediante oficio entregado por mensajero o por correo certificado, ambos con acuse de recibo. 



II. Por edictos, en los supuestos señalados, emitidos y publicados a medios de mayor circulación, 

local, regional o nacional. 

III. Por medio electrónico, de conformidad y previa convenio estipulado, conforme a lo 
establecido de la forma de notificación. 

Artículo 209. De la información y documentación que deba exhibirse a los inspectores de la 

Comisión al amparo de una visita de inspección, se deberá observar lo previsto en el reglamento 

expedido por el Ejecutivo Federal, en materia de supervisión, al amparo de lo establecido en el 
Artículo 5, primer párrafo de la Ley de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores. 

Artículo 210. De las autorizaciones, revocaciones de autorizaciones solicitadas por el interesado o su 

representante, los actos que provengan de trámites promovidos a petición del interesado y demás 

actos distintos a los señalados en el artículo 146 de esta ley, podrán notificarse mediante la entrega 

del oficio en el que conste el acto correspondiente, en las oficinas de la autoridad que realice la 
notificación, recabando en copia de dicho oficio la firma y nombre de la persona que la reciba. 

Artículo 211. De las autoridades de la Banca Social Mexicana, podrán efectuar dichas notificaciones 

por correo ordinario, telegrama, fax, correo electrónico o mensajería cuando el interesado o su 

representante se lo soliciten por escrito señalando los datos necesarios para recibir la notificación, 
dejando constancia en el expediente respectivo, de la fecha y hora en que se realizó. 

Artículo 212. De las notificaciones de visitas de investigación y de la declaración de intervención a 

que se refiere esta ley se realizarán en un solo acto. 

Artículo 213. De las notificaciones personales podrán efectuarse en las oficinas de las autoridades de 

la Banca Social Mexicana, solamente cuando el interesado o su representante acuda a las mismas y 

manifieste su conformidad en recibir las notificaciones, para lo cual quien realice la notificación 

levantará por duplicado un acta que cumpla con la regulación aplicable a este tipo de actos. 

Artículo 214. De Las notificaciones personales o afines, también podrán practicarse con el interesado 

o con su representante, en el último domicilio que hubiere proporcionado a la Banca Social Mexicana, 

correspondiente o en el último domicilio que haya señalado ante la propia autoridad en el 

procedimiento administrativo de que se trate, para lo cual se levantará acta en los términos del citado 
convenio o contrato establecido. 

Artículo 215. Del supuesto interesado o su representante no se encuentre en el domicilio mencionado, 

quien lleve a cabo la notificación entregará citatorio a la persona que atienda la diligencia, a fin de 

que el interesado o su representante lo espere a una hora fija del día hábil siguiente y en tal citatorio 

apercibirá al citado que de no comparecer a la hora y el día que se fije, la notificación la practicará 

con quien lo atienda o que en caso de encontrar cerrado dicho domicilio o que se nieguen a recibir la 

notificación respectiva, la hará mediante instructivo que establezcan en sus procedimientos la Banca 

Social Mexicana. 

Artículo 214. Del citatorio de referencia deberá elaborarse por duplicado y dirigirse al interesado o 

a su representante, señalando lugar y fecha de expedición, fecha y hora fija en que deberá esperar al 

notificador, quien deberá asentar su nombre, cargo y firma en dicho citatorio, el objeto de la 

comparecencia y el apercibimiento respectivo, así como el nombre y firma de quien lo recibe. En 

caso de que esta última no quisiera firmar, se asentará tal circunstancia en el citatorio, sin que ello 
afecte su validez. 



Artículo 215. De la no comparecencia del citado, la notificación se entenderá con cualquier persona 

que se encuentre en el domicilio en el que se realiza la diligencia; para tales efectos se levantará acta 
en los términos del procedimiento establecido de notificaciones. 

Artículo 216. De las notificaciones que se efectúen mediante oficio entregado por mensajería o por 

correo certificado, con acuse de recibo, surtirán sus efectos al día hábil siguiente a aquél que como 

fecha recepción conste en dicho acuse. 

Artículo 217. De las notificaciones por edictos se efectuarán en el supuesto de que el interesado haya 

desaparecido, hubiere fallecido, se desconozca su domicilio o exista imposibilidad de acceder a él, y 

no tenga representante conocido o domicilio en territorio nacional o se encuentre en el extranjero sin 

haber dejado representante. 

Artículo 218. De los edictos, se publicaran por tres veces consecutivas un resumen del oficio 

respectivo, en un periódico de circulación nacional, sin perjuicio de que la Banca Social Mexicana, 

notifique difunda el edicto en la página electrónica de la red mundial denominada “Internet” que 

corresponda a la Banca Social Mexicana que notifique; indicando que el oficio original se encuentra 
a su disposición en el domicilio que también se señalará en dicho edicto. 

Artículo 219. De las notificaciones por medios electrónicos, con acuse de recibo, podrán realizarse 

siempre y cuando el interesado o su representante así lo haya aceptado o solicitado expresamente por 

escrito a las autoridades de la Banca Social Mexicana, a través de los sistemas automatizados y 
mecanismos de seguridad que las mismas establezcan. 

Artículo 220. De las notificaciones que no fueren efectuadas conforme a este capítulo, se entenderán 

legalmente hechas y surtirán sus efectos el día hábil siguiente a aquél en el que el interesado o su 

representante se manifiesten sabedores de su contenido. 

Artículo 221. De los efectos de esta ley se tendrá por domicilio para oír y recibir notificaciones 

relacionadas con los actos relativos al desempeño de su encargo como miembros de la Banca Social 

Mexicana, directores generales, comisarios, directores, gerentes, funcionarios, directivos que ocupen 

la jerarquía inmediata inferior a la del Presidente del Banco Social Mexicano, y demás personas que 

puedan obligar con su firma a las sociedades y organismos regulados por esta Ley, el del lugar en 

donde se encuentre ubicada Banca Social Mexicana, a la cual presten sus servicios, salvo que dichas 

personas señalen por escrito un domicilio distinto, el cual deberá ubicarse dentro del territorio 

nacional. 

Artículos Transitorios 

Artículo Primero. Esta ley entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de 

la Federación. El Banco Social Mexicano, institución de Banca de Desarrollo Social, contará con 

noventa días hábiles contados a partir de la entrada en vigor de la presente Ley, para ajustar su 

operación y administración a lo dispuesto en esta ley. 

Artículo Segundo. El Ejecutivo federal, en un plazo de 90 días contados a partir de la vigencia de 

esta Ley, expedirá el decreto mediante el cual publicará la nueva compasión de la Ley de Justicia 

Social y Equidad Distributiva de la Riqueza, con el fin de instrumentar mecanismos que ayuden a la 

igualdad de oportunidades a través de una Banca Social de desarrollo denominada Banca Social 
Mexicana, apercibida de acuerdo con las bases siguientes: 



I. La Banca Social Mexicana y la Secretaría de Hacienda y Crédito Público señalarán la forma y 

términos en que deberán llevarse a cabo la transformación, cuidando en todo momento la adecuada 
protección de datos, de manera electrónica, para el resguardo de la información. 

II. La transformación de la Banca Social Mexicana, surtirá efectos en la fecha que se indique en el 
decreto respectivo. 

III. Los acreedores de la Banca Social Mexicana, no podrán oponerse a la transformación. 

IV. El decreto de transformación de la Banca Social Mexicana, se inscribirá en el Registro Público 

de Comercio. 

V. Mientras se lleva a cabo la citada transformación, los aspectos operativos y administrativos se 

regirán por la Banca Social Mexicana y será vinculatoria con la Ley Orgánica del Patronato del 

Ahorro Nacional y demás disposiciones vigentes con anterioridad a la entrada en vigor de esta Ley, 

debiendo el Ejecutivo Federal, por conducto de la Banca Social Mexicana y con la Coordinación 

de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, para proveer lo necesario a efecto de que se 
continúe prestando de manera adecuada y eficiente sus servicios en esta nueva institución. 

VI. Una vez transformado y, hasta en tanto se aprueba el Reglamento Orgánico de la Banca Social 

Mexicana, se aplicará los estatutos orgánicos de la Ley Orgánica del Patronato del Ahorro Nacional 
en las medidas que sean vinculatorias. 

VII. La conformación de su capital social. 

VIII. El presidente de la Banca Social Mexicana, así como los consejeros y directivos continuarán 

en el desempeño de sus funciones mientras no se realicen nuevas designaciones y los designados 

tomen posesión de sus cargos. 

IX. Los derechos de los trabajadores en todo momento serán respetados. 

X. Corresponderá al Banco Social Mexicano, Institución de Banca Social para el desarrollo, las 

acciones, excepciones, defensas y recursos de cualquier naturaleza deducidos en los juicios o 

procedimientos administrativos en los que el Patronato del Ahorro Nacional, sea parte con 

anterioridad a la fecha en que surta efectos su transformación. 

XI. Llevada a cabo la transformación, cuando las leyes, reglamentos y disposiciones 

administrativas hagan referencia a la Ley Orgánica del Patronato del Ahorro Nacional, se entenderá 

que se hace para esta Ley de Justicia Social y Equidad Distributiva de la Riqueza, opera en 
modalidad de Banco Social Mexicano, donde el objeto sea vinculatorio. 

XII. Previo al inicio de operaciones, el Banca Social Mexicana, someterá a la aprobación de la 

Comisión Nacional Bancaria y de Valores, sus sistemas operativos, de procesamiento de 
información y de control interno, así como sus manuales de organización y operación. 

Artículo Tercero. El Reglamento Orgánico de la Institución deberá expedirse en un plazo no mayor 

de 180 días, contados a partir de la fecha de entrada en vigor de la presente Ley, y deberá inscribirse 

en el Registro Público de Comercio de conformidad con lo establecido en el artículo 30 de la Ley de 
Instituciones de Crédito, así como sus modificaciones. 



Artículo Cuarto. Las operaciones que realice la Banca Social Mexicana, se regirá por las 

disposiciones y autorizaciones aplicables en la materia de la Banca, en tanto no se expida y apruebe 

su Reglamento Orgánico y sus Reglas de Operación de la Ley de Justicia Social y Equidad 
Distributiva de la Riqueza. 

Artículo Quinto. Se considerarán como parte del Sistema Bancario Mexicano, por lo que quedarán 

sujetos a la supervisión de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y les será aplicable la 

regulación señalada en el artículo 134 Bis 4 de la Ley de Instituciones de Crédito que se adiciona por 
virtud del presente decreto, a la Banca Social Mexicana en todo su modalidades de créditos y apoyos. 

Sin perjuicio de lo anterior, se considerará como parte del Sistema Bancario Mexicano, a la Banca 

Social Mexicana y, en consecuencia, quedará sujeto a la supervisión y regulación de la propia 
Comisión Bancaria y de Valores a que se refiere dicha ley. 

Notas 
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Dado en el Palacio Legislativo de San Lázaro, a los 13 días del mes de septiembre de 2016. 

Diputada Rosa Alba Ramírez Nachis (rúbrica) 

 


